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 Alicia de la Rúa Navarro. Registradora de la Propiedad

CASOS PRÁCTICOS
PRÁCTICOS

 OBRA NUEVA

Aparece inscrito en el Registro de la Propiedad un edificio constituído en régimen de propiedad
horizontal. Previa demolición de dicha construcción se procede a declarar sobre el solar resultante
una obra nueva y una nueva constitución del régimen de propiedad horizontal.

En este caso, las cargas o gravámenes que pudieran recaer sobre cada uno de los elementos
privativos del edificio inicial, tras la demolición se arrastran al solar resultante, y consecuentemente,
quedarán arrastrados a cada uno de los pisos o locales privativos del nuevo edificio.

Las notas de afección fiscal seguirán el mismo tratamiento.

 PRINCIPIO DE PRIORIDAD REGISTRAL

En el Registro de la Propiedad aparecen presentadas una serie de escrituras por el siguiente orden:
1º) préstamo garantizado con hipoteca sobre la finca X constituida por C; 2º) compraventa en la que
B vende la finca X a C; 3º) mandamiento de embargo del derecho hereditario de B (en la herencia
de la causante A) sobre la finca X; 4º) herencia de A. La finca consta inscrita a nombre de A. Se
plantea en qué orden deberán despacharse.

Surgen dos posturas, aunque en este caso concreto ambas llevan a la misma solución:
La primera de ellas, y mayoritaria, entiende que el primer documento presentado gana la

preferencia registral para sí y sus “antetítulos”, es decir, se despachará la hipoteca previa inscripción
de aquellos títulos estrictamente necesarios para ello aunque se hayan presentado posteriormente,
esto es, la herencia de A en favor de B y la venta por B a C. A continuación se calificará el otro
documento presentado, el embargo del derecho hereditario de B, procediéndose a su denegación por
aparecer la finca inscrita a nombre de persona distinta.

La segunda postura considera que debe calificarse cada documento por estricto orden de
presentación y que el defecto de la falta de inscripción del título previo, en principio y con carácter
general subsanable, se convierte en insubsanable por hallarse presentado, con anterioridad a la
presentación de ese título previo, otro incompatible con él.

En el caso concreto en cuestión, se suspendería la hipoteca por no hallarse la finca inscrita a
nombre de C, pero no sería insubsanable el defecto porque el título de herencia no es incompatible
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al de embargo del derecho hereditario del heredero presentado antes que el de herencia, por lo que
no habría inconveniente en “adelantarlo”, subsanando así la compraventa y la hipoteca, que sí han
sido presentadas antes que el embargo. A continuación, se denegaría la anotación preventiva del
embargo de derecho hereditario por constar la finca inscrita a nombre de persona distinta.

En cambio, según esta segunda postura, presentada en el Registro de la Propiedad una hipoteca
constituida por B, después la venta por A (titular registral) a C y a continuación la venta por A (titular
registral) a B, la hipoteca se suspendería por falta de título previo y aquí el defecto, en principio
subsanable, devendría insubsanable porque la compraventa que constituye ese título previo se ha
presentado con posterioridad a otra compraventa que es incompatible con ella y que tiene prioridad
registral frente a la misma. Transcurrida la prórroga y caducado el asiento de presentación de la
hipoteca, se despacharía la venta a favor de C y a continuación se denegaría la inscripción de la venta
a favor de B por no hallarse la finca inscrita a favor del transmitente (A).

 INMATRICULACIÓN DE ACEQUIAS A FAVOR DE LA COMUNIDAD
DE REGANTES

Se plantea la forma de inmatriculación de las acequias pertenecientes a la Comunidad de
Regantes.

Dado que generalmente suelen carecer de título adquisitivo, el medio considerado más adecuado
para la inmatriculación será la certificación del art. 206 de la Ley Hipotecaria, con todos los
requisitos de los arts. 303 y siguientes de su Reglamento, expedida por la propia Comunidad de
Regantes, y acompañada por certificación catastral descriptiva y gráfica. Si no fuera posible obtener
esta certificación, se entiende suficiente la certificación catastral acreditativa de que las acequias no
pueden darse de alta en el Catastro.
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PEDRO FANDOS (Registrador de la Propiedad)

RESOLUCIONES
RESOLUCIONES

Dirección General de los Registros y del Notariado

R.  29 DE NOVIEMBRE DE
2004

(BOE 3-01-05)

CALIFICACIÓN DE
SENTENCIA

Se suspende la inscripción de una senten-
cia judicial por los  siguientes defectos:

1.- No se acredita el fallecimiento del
titular registral de las fincas cuyo dominio se
declara a favor de los actores. Revocado por
La DG, pues si el Juzgador ha llegado a la
convicción de ese fallecimiento, la acredita-
ción de un hecho que el Juez considera
probado es una extralimitación de funciones
conforme a los criterios del art. 100 RH.

2.- No  acreditarse que dentro del plazo
legal no se ha ejercitado la acción de resci-
sión o que ha sido desestimada respecto de
una sentencia dictada en rebeldía, pues la
inscripción del derecho real que en ella se
declara no es posible de un modo inmediato,
siendo el asiento adecuado la anotación pre-
ventiva convertible en inscripción luego de
acreditar que ha  transcurrido el plazo legal.
La DG confirma el defecto, aunque la sen-
tencia se dictara bajo la LEC anterior, su
ejecución debe ajustarse a la nueva,
aplicandose su artículo 524, párrafo 4º

3.- No se expresa el domicilio de los
demandantes como titulares declarados,
confirmado por  la DG, aunque fácilmente
subsanable, como declara, por la vía del
art. 100 RH.

4.- No se expresa la declaración a que se
refiere el art. 26.1 de la LAR de 1980,
defecto revocado por la DG, pues estos
derechos protectores del arrendatario sólo
se conceden en caso de transmisión en
escritura pública, que si bien es el título
material en que se basa el  presente expe-
diente de dominio reanudador del tracto,
pero no se invoca como título por el recu-
rrente esa escritura pública, sino la senten-
cia declarativa.

5.- No coincide el número de la parcela
que consta en el Registro con la del título
presentado, revocado por la DG, pues de
los demás datos de la finca no hay dudas en
su identidad.

6.- Respecto a la finca que con el testi-
monio se quiere inmatricular, se suspende
por dos defectos: 1º- falta de título previo,
revocado por la DG, pues no puede exigir-
se que se justifique una adquisición que el
juzgador ha tenido por acreditada y certi-
ficación catastral descriptiva; 2º- y no se
acompaña  gráfica, confirmado este defec-
to por la DG, que estima que el artículo 53



LUNES CUATRO TREINTA / Nº 388 / 5

de la Ley 13/1996 de 30 de diciembre no
admite excepciones.

R. 30 DE NOVIEMBRE DE
2004

(BOE 3-01-05)

 ANOTACIÓN PREVENTIVA
DE EMBARGO

Anotado en el Registro un embargo por
deudas de la Hacienda pública, respecto de
unas fincas posteriormente agrupadas y res-
pecto de las que se declaró una obra nueva,
se presenta ahora mandamiento ampliato-
rio del embargo a la nueva finca resultante,
que se practica por el registrador “con rango
desde su fecha”, denegando la práctica de la
conversión de la anotación anterior en ins-
cripción, por caducidad de la misma trans-
currido un mes. El recurrente estima que el
plazo es el general de 6 meses. La DG
estima el recurso y declara que el plazo de
esta anotación preventiva es el de 4 años
general del art. 86 LH, pues las normas
tributarias alegadas no imponen ninguna
actuación al Registrador, sino que se refie-
ren a un procedimiento tributario entabla-
do. Respecto a la ampliación declara que ni
siquiera era necesaria, pues el embargo ya
se extiende a la finca resultante de la agru-
pación y de la obra nueva.

R. 1 DE DICIEMBRE DE 2004
(BOE 3-01-05)

 COMPRAVENTA

Se suspende la inscripción de una escri-
tura de compraventa de una finca resultante
de la agrupación de otras dos, porque no ha
accedido al registro, una de las cuales a su
vez es segregación de otra la cual tampoco
ha accedido  al Registro. La DG confirma la
nota, pues no se pueden inscribir agrupacio-
nes o segregaciones por su mera relación en
el documento presentado, pues se
conculcaría el art. 20 LH.

R. 2 DE DICIEMBRE DE 2004
BOE 3-01-05

ANOTACIÓN PREVENTIVA
DE EMBARGO

Se suspende la cancelación de los asien-
tos anteriores y posteriores a una anotación
preventiva de embargo por créditos salaria-
les del art. 32 ET, consecuencia de su ejecu-
ción, en cuanto a los anteriores, porque para
que opere el privilegio que les concede el
mencionado artículo debe seguirse el co-
rrespondiente juicio de tercería y, en cuanto
a los posteriores porque las cantidades por
las que se ha ejecutado son superiores a las
que constan en la anotación, consecuencia
de la acumulación de procesos que no cons-
tan en el Registro. La DG confirma el defec-
to en cuanto a los asientos anteriores, reite-
rando su doctrina en el sentido de que el art.
32 ET concede una preferencia para el co-
bro y en el supuesto de ejecución singular,
para que se desenvuelva esa preferencia, es
necesario que el acreedor pretendidamente
preferente acceda por la vía de la tercería de
mejor derecho a la ejecución ya instada por
otro acreedor del ejecutado y que tras una
fase contradictoria  entre tercerista, actor y
ejecutado se dicte sentencia sobre la exis-
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tencia del privilegio y el orden en que los
créditos han de ser satisfechos.

Revoca el segundo de los defectos, pues
el embargo sujeta el bien al procedimiento
y no a un determinado crédito, la acumula-
ción de procedimientos no es óbice para la
cancelación de los asientos posteriores al
embargo ejecutado.

R. 3 DE DICIEMBRE DE 2004
(BOE 3-01-05)

COMPRAVENTA

Se suspende la inscripción de una escri-
tura de compraventa  por el que una perso-
na,  administrador único de dos sociedades
de responsabilidad limitada, vende una fin-
ca de una de las sociedades a la otra, acom-
pañada  de sendas certificaciones de las
Juntas Universales de las respectivas socie-
dades, en las que por unanimidad se autori-
za a dicho administrador para autocontratar,
por entender el Registrador que es necesaria
la autorización concreta para el acto a reali-
zar. La DG estima el recurso pues como ha
declarado el TS la autocontratación debe
admitirse siempre que el apoderado este
facultado, aunque sea de manera general,
para autocontratar, cosa que también puede

extenderse a la representación orgánica de
las sociedades mercantiles.

R. 4 DE DICIEMBRE 2004
(BOE 3-01-05)

COMUNIDAD DE BIENES

Se suspende la inscripción de una escri-
tura por la que los copropietarios establecen
las reglas de funcionamiento de la comuni-
dad y pretenden su inscripción al amparo
del artículo 7 RH , por contener una cláusula
en la que para realizar actos de disposición
o gravamen se necesita el consentimiento
de un número de partícipes que representen
las dos terceras partes de las cuotas, por ser
contraria al principio de especialidad, pues
el objeto sobre el que recae esa facultad no
está perfectamente determinado, pues no se
sabe si recae sobre la cuota del comunero, o
sobre la totalidad de la finca como alega el
Notario. La DG estima el recurso al
entender,que al amparo del artículo 1284
CC, cuando una cláusula admita diversos
sentidos, deberá interpretarse en el más
adecuado para que produzca efecto y nunca
se podrá interpretar en un sentido que dé un
resultado contrario a la Ley. Por otro lado,
si  por parte de los comuneros se dispone de
la totalidad de la finca y por otros de su
cuota, habrá que resolver los problemas por
la normativa aplicable a cada caso del re-
tracto de comuneros y la subrogación real.
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ALICIA DE LA RUA NAVARRO Registradora de la Propiedad

SENTENCIAS
SENTENCIAS

SENTENCIA DEL TRIBUNAL
SUPREMO DE 15 DE JUNIO DE

2004

 ACCIÓN REIVINDICATORIA.
COSA JUZGADA POR PROCESO

ANTERIOR DE DESLINDE.

ARTÍCULOS CITADOS: 348, 358, 362
Y 1251 DEL CÓDIGO CIVIL.

Hechos:

1º.- D. AAA interpone demanda contra
D. BBB solicitando que se declare que la
finca X le pertenece en pleno dominio,
siendo también de su propiedad el estanque
construido por el padre del demandado, con
evidente mala fe, en su terreno, por lo que D.
BBB deberá abstenerse de utilizarlo.

2º.- Anteriormente, entre la madre de D.
AAA y su hermano, el padre del demanda-
do, de los que los actuales litigantes son sus
sucesores dominicales, se tramitó juicio
declarativo de deslinde, y la sentencia de 14
de marzo de 1989 estableció la práctica del
deslinde solicitado en línea tangencial de
ambas propiedades, resolución que confir-
mó la sentencia pronunciada en apelación
por la Audiencia Provincial de 7 de Febrero
de 1990. El deslinde autorizado se llevó a

cabo en trámite de ejecución de sentencia el
17 de Julio de 1991, con intervención de las
partes y de un perito, quedando fijada la
línea divisoria de las fincas «por medio de
los dos estanques», corroborando el perito
judicial que informó en el pleito, que el
estanque discutido (Estanque II), atendien-
do al deslinde que se había practicado,
correspondía a la finca del demandante y el
otro estanque (Estanque I), sito a continua-
ción, hacia el Sur, estaba en el predio del
demandado.

3º.- El Juzgado de Primera Instancia es-
tima la demanda y declara que el estanque
objeto del litigio se ha construido en terre-
nos del actor y en consecuencia éste tiene
derecho a hacer suya la obra previa la in-
demnización que se determine en ejecución
de sentencia o a obligar al demandado a
pagarle el precio del terreno. La Audiencia
Provincial estima el recurso de apelación,
desestimando la demanda. El demandante
recurre en casación.

Fundamentos de Derecho:

Comienza señalando el Tribunal Supre-
mo que la acción declarativa no exige prue-
ba de la posesión por el demandado y basta
para su éxito que se acredite el hecho jurídi-
co de la propiedad y consecuente titularidad
dominical, así como la identidad de la finca,
lo que se ha cumplido en el presente caso,
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declarando la sentencia recurrida que la
finca pertenece al demandante, ya que la
adquirió por donación que le efectuó su
madre en escritura de 23 de marzo de 1994,
sin que se practicase prueba negativa de
dicha titularidad, pues se declaran bien de-
limitadas las fincas del actor y demandado
al tener en cuenta los informes periciales y
deslinde judicial anterior, resultando de este
modo perfectamente determinada la línea
de colindancia.

Por otro lado, y en cuanto a la cuestión de
cosa juzgada, la sentencia que resolvió el
pleito de deslinde se presenta como deci-
sión judicial firme, determinativa de las
propiedades en litigio, que en fase de ejecu-
ción delimitó las mismas con sus linderos,
con lo que los requisitos de titularidad do-
minical e identidad para reivindicar el es-
tanque del pleito resultan suficientemente
cumplidos. La sentencia de deslinde produ-
ce el efecto positivo de cosa juzgada en
cuanto fijó definitivamente los linderos de
las fincas, de tal manera que el estanque que
construyó el padre del demandado quedó
perfectamente integrado en el predio de la
titularidad del recurrente.

El efecto de la cosa juzgada material de
las sentencias firmes afecta a la seguridad
jurídica y ha de ser respetado. No cabe otra
nueva confrontación de títulos de la que los
demandados dispusieron en el proceso an-
terior, lo que representaría reproducir la
controversia ya decidida, poniendo en ries-
go la seguridad jurídica.

Por último, aunque se alega la construc-
ción del estanque de mala fe, en forma
alguna quedó demostrado que concurriera
mala fe, ya que resulta hecho notorio que el
estanque fue levantado con anterioridad al
procedimiento de deslinde, es decir cuando

las fincas no habían sido objeto de delimi-
tación judicial, y ambos litigantes se consi-
deraban ser los propietarios del bien dispu-
tado, por lo que procede aplicar las normas
sobre edificación de buena fe.

En consecuencia, el Tribunal Supremo
declara haber lugar al recurso de casación,
anulando la sentencia de apelación y confir-
mando la del Juzgado de 1ª Instancia.

SENTENCIA DEL TRIBUNAL
SUPREMO DE 28 DE MAYO DE

2004

PARTICIÓN DE HERENCIA:
CONCEPTO Y EFECTOS.

ACCIÓN DE DIVISIÓN DE COSA
COMÚN DE UNA FINCA DEL

PATRIMONIO HEREDITARIO
EJERCITADA POR UNOS

COHEREDEROS FRENTE A
OTROS ANTES DE LA

PARTICIÓN DE HERENCIA

ARTÍCULOS CITADOS: 400, 404 Y
1062 DEL CÓDIGO CIVIL

Hechos:

1º.- En el patrimonio hereditario de Dª
AAA se incluye la finca X. Los coherederos
D. B, D. C, Dª D y Dª E no han efectuado la
partición de la herencia.

2º.- Dª D y Dª E interponen demanda
contra D. B y D. C, solicitando la división
de la cosa común, constituida por la finca X,
inscrita en el Registro de la Propiedad a
nombre de Dª AAA, y en caso de no ser
susceptible de división o inservible para el
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uso a que se destina, se adjudique a uno de
ellos, indemnizando a los demás, y en el
supuesto de no aceptarse esta solución se
venda y se reparta el precio entre los here-
deros; y que se condene a los demandados
a abonar a los demandantes la cantidad que
se fije en ejecución de sentencia por la
posesión y disfrute desde el año 1962 de la
citada finca X.

3º.- El Juzgado de 1ª Instancia estima la
demanda. La Audiencia Provincial estima
el recurso de apelación y desestima la de-
manda. Los demandantes recurren en casa-
ción.

Fundamentos de Derecho:

La cuestión que se plantea es si se puede
ejercitar la actio communi dividundo res-
pecto a un bien concreto que forma parte de
un patrimonio hereditario, cuyo contenido
no consta, sin haberse practicado, tras la
aceptación de la herencia por los herederos,
la partición de aquél y subsiguiente adjudi-
cación de dicho bien que puede darse a
todos, a varios o incluso a uno solo de los
coherederos.

El concepto de partición de la herencia es
el acto, negocial o judicial, que pone fin a la
comunidad hereditaria mediante la adjudi-
cación a los herederos de las titularidades
activas que forman parte del contenido de la
herencia. Con la partición cesa la comuni-
dad hereditaria y el derecho en abstracto
que tienen los coherederos sobre la herencia
se transforma en derecho concreto sobre los
bienes que se le adjudican a cada uno (art.
1068 C.c.). Antes de la partición, la comu-
nidad hereditaria está formada por el patri-
monio hereditario cuya titularidad corres-
ponde a los coherederos conjuntamente; es
decir, éstos tienen un derecho hereditario
que no está concretado sobre bienes deter-

minados, sino recae sobre el total que inte-
gra el contenido de la herencia; es una sola
comunidad sobre la universalidad de los
bienes y derechos hereditarios. Los titula-
res, coherederos, lo son del todo considera-
do unitariamente, sin corresponderles una
participación concreta en cada uno de los
bienes y derechos.

En tanto no se practique la partición de la
herencia no puede hablarse de que tal finca
sea objeto de una copropiedad por iguales
partes entre los coherederos, sino que la
misma forma parte de la comunidad heredi-
taria; todos los herederos tienen una comu-
nidad hereditaria con derechos indetermi-
nados mientras que no haya partición.

La partición, pues, sustituye la cuota que
cada coheredero tiene en la comunidad he-
reditaria, por la titularidad exclusiva en los
bienes o derechos que se la adjudican; la
partición especifica o determina qué bienes
concretos corresponden a cada coheredero.

Consecuencia de lo expuesto es que la
actio communi dividundo que establece el
art. 400 C.c., procedente directamente del
Derecho romano, no puede ejercitarse por
quienes carecen de un derecho de propiedad
o copropiedad sobre la finca cuya división
pretenden; como se ha dicho, carecen de tal
derecho, porque tienen un derecho abstrac-
to sobre la totalidad del patrimonio heredi-
tario, en comunidad con los demás cohere-
deros, que no se especificará sobre la finca
concreta hasta que se les haya adjudicado, si
a ellos se les adjudica en todo o en parte, por
la partición de la herencia.

Por todo ello, se declara no haber lugar al
recurso de casación.
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SENTENCIA DEL TRIBUNAL
SUPREMO DE 13 DE MAYO DE

2004

RESCISIÓN DE COMPRAVENTA
POR FRAUDE DE ACREEDORES.
CONCEPTO Y REQUISITOS DE

LA  ACCIÓN RESCISORIA.

ARTÍCULOS CITADOS: 1111, 1291 Y
1294 DEL CÓDIGO CIVIL.

Hechos:

1º.- La Caja de Ahorros A concede un
préstamo de 5.000.000 de ptas. a F, S.L, el
24 de Marzo de 1995, avalado por Dª CCC.

2º.- La avalista y su marido venden la
vivienda X, domicilio conyugal y único
bien de que disponen, a sus dos hijos me-
diante escritura pública de compraventa de
6 de Septiembre de 1995, permaneciendo el
matrimonio en el mismo como domicilio.

3º.- La Caja de Ahorros A formula de-
manda contra los cónyuges D. BBB y Dª
CCC, y sus hijos D. D y Dª E, por la que
ejercita acción rescisoria por fraude de acree-
dores, solicitando que se declare que la
transmisión de la vivienda X es nula por
haber sido otorgada en fraude de acreedo-
res, y, en su consecuencia, se declare la
rescisión de dicho contrato, ordenando la
cancelación de la inscripción de dominio
causada como consecuencia de la transmi-
sión referida, debiendo reintegrarse el in-
mueble a su antiguo titular registral.

2º.- El Juzgado de 1ª Instancia estima la
demanda. En apelación, la Audiencia Pro-
vincial confirma íntegramente la sentencia

apelada. Los demandados recurren en casa-
ción.

Fundamentos de Derecho:

De los hechos probados resulta la exis-
tencia de un crédito, la celebración por la
deudora de un contrato posterior en benefi-
cio de tercero, el perjuicio para el acreedor
y la falta de otro medio legal para el cobro;
el acto es fraudulento y los adquirentes,
hijos de la deudora, han colaborado en el
fraude.

El Tribunal Supremo señala que la ac-
ción rescisoria consiste en un remedio de
carácter subsidiario, a favor de los acreedo-
res para proteger y lograr la efectividad de
sus créditos en bienes del deudor demanda-
do. Exige, a modo de precedente fáctico-
legal necesario, que se cumplan las previ-
siones del artículo 1111 del Código Civil, es
decir, que a los acreedores no les resulte por
otro medio posible el reintegro de la deuda,
lo que supone la realidad de la existencia del
crédito y la celebración por el deudor con
posterioridad de actos de disposición patri-
monial que atenten directa y frontalmente a
dicho crédito, al que de este modo se le
vacía de todo contenido en cuanto a su real
percepción, en una actuar defraudatorio
concebido y ejecutado con el indudable
propósito de causar perjuicios y daños cons-
tatados al acreedor, debiendo darse también
la concurrencia de que los bienes persegui-
dos no hayan pasado a tercero de buena fe.

En el presente caso, los participantes en
la compraventa, por las circunstancias
fácticas que rodeaban a ese contrato, (grave
situación económica del vendedor, paren-
tesco próximo entre los contratantes, bajo
precio del contrato según la situación y
extensión del inmueble de la venta, falta de
motivación subjetiva de los compradores),
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tenían conciencia del perjuicio que se cau-
saba al acreedor del vendedor, sin necesi-
dad de que al mismo tiempo concurra mali-
cia en la actuación del vendedor; y los
terceros que cooperaron con él tenían asi-
mismo aquella conciencia, sin requerirse en
ellos «intención» de causar el perjuicio; la
acción reivindicatoria no exige para ser
estimada que se pruebe «ánimo de perjudi-
car», bastando la conciencia del perjuicio.

Las directrices jurisprudenciales, al ana-
lizar el carácter perjudicial y fraudulento
del acto, no impone una previa persecución
del deudor para acreditar su insolvencia,
sino que prácticamente bastará con hacer
hincapié en la falta de bienes razonable-
mente basada, siempre que en el litigio no se
demuestre la inexactitud de tal elemento
negativo por conocida existencia de otros
distintos a los fraudulentamente enajena-
dos.

En consecuencia, se declara no haber
lugar al recurso de casación.

SENTENCIA DEL TRIBUNAL
SUPREMO DE 15 DE JUNIO DE

2004

 OPCIÓN DE COMPRA:
CARÁCTER ESENCIAL DE LA

FIJACIÓN DE UN PLAZO PARA
SU  EJERCICIO

   ARTÍCULOS CITADOS: 1091, 1128,
1256 Y 1284 DEL CÓDIGO CIVIL.

Hechos:

1º.- En el contrato de préstamo, de 5 de
mayo de 1988, se concede por B, S.A. al
prestamista, D. AAA, (a), para la hipótesis
de venta del solar, un derecho de tanteo y
adquisición preferente; (b) para la hipótesis
de venta del edificio resultante, derecho de
opción a comprar el 50% del total del edifi-
co; (c) para la hipótesis de cesión en arrien-
do, el derecho de opción a tomar en arriendo
el conjunto del edificio.

2º.- Por carta de 18 de enero de 1990, D.
AAA ejercita la opción que prevé el aparta-
do b), no siendo aceptado por el concedente.

3º.- D. AAA interpone demanda contra
B, S.A., suplicando, con carácter principal,
el cumplimiento de la opción de compra del
edificio, conforme a la letra b) de la cláusula
cuarta del contrato de préstamo; y, con
carácter subsidiario, la indemnización de
los daños y perjuicios causados por el in-
cumplimiento.

4º.- B, S.A. formula demanda
reconvencional, suplicando que se declaren
nulos e inexistentes y sin efecto alguno los
derechos que aparecen a favor del actor en
la estipulación 4 del contrato de fecha 5 de
mayo de 1988, en sus apartados a), b) y c)
para la hipótesis de venta del solar, venta del
edificio o arrendamiento, por carecer del
consentimiento para otorgar los contratos
traslativos de propiedad o de cesión de uso
y por carecer de causa de la supuesta obliga-
ción.

5º.- El Juzgado de Primera Instancia des-
estima la pretensión principal de la deman-
da y estima la pretensión subsidiaria,
desestimándose la demanda reconvencional.
La Audiencia Provincial estimando par-
cialmente el recurso de apelación, absol-
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viendo a la demandada y confirmando la
sentencia en la desestimación de la recon-
vención. El demandante recurre en casa-
ción.

Fundamentos de Derecho:

La abundante jurisprudencia recaída so-
bre el derecho de opción presupone su ejer-
cicio dentro del plazo previsto en el contrato
y precisamente uno de los requisitos de tal
derecho de opción es la determinación del
plazo para el ejercicio de la opción, plazo
esencial, que es de caducidad.

La opción de compra es un derecho de
adquisición preferente cuyo ejercicio tem-
poral no puede quedar indefinidamente en
el supuesto optante, sino que debe ejercerlo
en el plazo previsto; en la opción de compra
se atribuye el derecho que permite al optante
decidir unilateralmente, la puesta en vigor
de la compraventa, dentro de un determina-
do período de tiempo, es decir, la facultad
exclusiva de decidir la celebración o no del
contrato principal de compraventa, lo cual
debe darse en el plazo necesariamente pac-
tado.

Por otro lado, la determinación judicial
del plazo que contempla el art. 1128 C.c.

exige que se haya pedido por la parte; no
cabe la posibilidad de que se otorgue de
oficio.

En el presente caso, no se puede recono-
cer el derecho de opción porque, en primer
lugar, al no haberse previsto plazo para el
derecho de opción, éste no ha llegado a
constituirse por falta de uno de los elemen-
tos esenciales; en segundo lugar, al ejerci-
tarse el supuesto derecho de opción (fecha
de la carta y fecha de la demanda para su
reconocimiento) no se había dado la hipóte-
sis de venta del edificio, por lo cual faltaba
el presupuesto fáctico para su ejercicio; en
tercer lugar, la previsión de este apartado b)
es una verdadera contradictio in terminis: si
se da la hipótesis de una futura venta del
edificio no es una opción, sino un tanteo; si
se da la hipótesis de una venta ya realizada,
tampoco es opción sino retracto; este error,
no terminológico, sino de concepto, explica
la ausencia del plazo de una verdadera op-
ción, sólo explicable cuando no se piensa en
el mismo; a mayor abundamiento, tampoco
se dieron las condiciones del tanteo ni del
retracto.

Por todo lo expuesto, se declara no haber
lugar al recurso de casación.
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José Luis Fernández Maestu (Opisitor a Notarias)

ESCRIBE PARA LUNES

ESCRIBE

El progresivo interés del legislador en la
protección del medio ambiente se ha con-
cretado en normas de carácter sectorial, en
la creación de Registros públicos (Registro
nacional de derechos de emisión), y final-
mente, el legislador ha reparado en la utili-
dad de la imposición de obligaciones a
Notarios y Registradores como abandera-
dos de la seguridad jurídica preventiva.

A los Notarios se les impone un con-
trol previo. Para el Registro de la Propiedad
se ha arbitrado un procedimiento que toma
elementos del expediente de disciplina ur-
banística y del procedimiento de ejecución.
El tiempo juzgará la efectividad de tales
medidas.

Veamos los diferentes epígrafes que la
integran el artículo 8: 

1. Los propietarios de fincas en las que
se haya realizado alguna de las actividades
potencialmente contaminantes estarán obli-
gados a declarar tal circunstancia en las

escrituras públicas que documenten la trans-
misión de derechos sobre aquellas. La exis-
tencia de tal declaración se hará constar en
el Registro de la Propiedad, por nota al
margen de la inscripción a que tal transmi-
sión dé lugar.

Manifestando el vendedor -salvo si se
trata de acreedor que en ejecución forzosa
de su crédito devenga propietario de un
suelo contaminado, siempre que lo enajene
en el plazo de un año a partir de la fecha en
que accedió a la propiedad- que en su finca
se llevan a cabo actividades potencialmente
contaminantes; se hace constar dicha mani-
festación por nota al margen de la inscrip-
ción. El R.D. no establece plazo de  caduci-
dad de ésta nota.

2. A requerimiento de la comunidad
autónoma correspondiente, el registrador
de la propiedad expedirá certificación de
dominio y cargas de la finca o fincas
registrales dentro de las cuales se halle el

NOTAS SOBRE EL ARTÍCULO 8 DEL REAL DECRETO
9/2005, DE 14 DE ENERO, POR EL QUE SE ESTABLECE
LA RELACIÓN DE ACTIVIDADES POTENCIALMENTE
CONTAMINANTES DEL SUELO Y LOS CRITERIOS Y
ESTÁNDARES PARA LA DECLARACIÓN DE SUELOS

CONTAMINADOS.
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suelo que se vaya a declarar como contami-
nado. El registrador hará constar la expe-
dición de dicha certificación por nota ex-
tendida al margen de la última inscripción
de dominio, expresando la iniciación del
procedimiento y el hecho de haber sido
expedida la certificación. Dicha nota ten-
drá un plazo de caducidad de cinco años y
podrá ser cancelada a instancia de la Ad-
ministración que haya ordenado su exten-
sión. Cuando con posterioridad a la nota se
practique cualquier asiento en el folio
registral, se hará constar en la nota de
despacho del título correspondiente su con-
tenido.

La Administración inicia un expediente
para declarar un terreno contaminado y
puede solicitar del Registro que se expida
certificación de dominio y cargas, el Regis-
trador la expide y extiende Nota marginal
de su expedición. Esta Nota marginal tiene
una caducidad de cinco años. El Real De-
creto dice la existencia de la misma se hará
constar en la nota de despacho de cualquier
título sobre ésa finca (se enerva así el juego
de la buena fe).

El Real Decreto no dice que se trata de
una carga pero, lo es, por lo tanto, debiera
constar en la publicidad formal que de dicha
finca se expida (mientras no caduque).

3. La resolución administrativa por la
que se declare el suelo contaminado se
hará constar en el folio de la finca o fincas
registrales a que afecte, por medio de nota
extendida al margen de la última inscrip-
ción de dominio. La nota marginal se exten-
derá en virtud de certificación administra-
tiva en la que se haga inserción literal de la
resolución por la que se declare el suelo
contaminado, con expresión de su firmeza
en vía administrativa, y de la que resulte

que el expediente ha sido notificado a todos
los titulares registrales que aparecieran en
la certificación a la que se refiere el apar-
tado anterior. Dicha certificación habrá de
ser presentada en el Registro de la Propie-
dad por duplicado, y en ella se harán cons-
tar, además de las circunstancias previstas
por la legislación aplicable, las previstas
por la legislación hipotecaria en relación
con las personas, los derechos y las fincas
a las que afecte el acuerdo. La nota margi-
nal de declaración de suelo contaminado se
cancelará en virtud de una certificación
expedida por la Administración competen-
te, en la que se incorpore la resolución
administrativa de desclasificación.

La Admon. puede solicitar la constan-
cia, por nota marginal, de la resolución
administrativa que finaliza el procedimien-
to administrativo tendente a declarar que
contaminada una finca, finalmente, decla-
ra dicha contaminación. Se hace por Nota
marginal, que no tiene plazo de caducidad.
Sólo puede cancelarse presentando la reso-
lución administrativa de desclasificación.

Si no estuviese inscrita la finca a que se
refiere el expediente, no parece que resulte
aplicable el artículo 164 del Reglamento
hipotecario.

A mayor abundamiento, si la existencia
de la nota marginal del apartado segundo se
hace constar en la nota de despacho y en la
publicidad formal, parece que una interpre-
tación teleológica de éste R.D. implica que
la del tercer apartado también. ¿Puede de-
cirse lo mismo de la del primer apartado?

La norma desarrolla el artículo 27 de la
Ley de Residuos, de 21 de abril, de 1998, y
se publicó en el BOE del 18 de Enero del
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presente; no se estableció plazo para su
vigencia, aplicándose por tanto, el general
de veinte días desde aquélla publicación.

Finalizar destacando que dado que, un
análisis vuela pluma de la norma en cues-
tión plantea semejantes dudas, serán conve-
nientes las pertinentes aclaraciones por par-
te de la jurisprudencia y de la doctrina.

ANEXO

Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos:

Artículo 27. Declaración de suelos con-
taminados.

1.  Las Comunidades Autónomas decla-
rarán, delimitarán y harán un inventario de
los suelos contaminados debido a la presen-
cia de componentes de carácter peligroso de
origen humano, evaluando los riesgos para
la salud humana o el medio ambiente, de
acuerdo con los criterios y estándares que,
en función de la naturaleza de los suelos y
de los usos, se determinen por el Gobierno
previa consulta a las Comunidades Autóno-
mas.

A partir del inventario, las Comunidades
Autónomas elaborarán una lista de priori-
dades de actuación, en atención al riesgo
que suponga la contaminación del suelo
para la salud humana y el medio ambiente.

Igualmente, las Comunidades Autóno-
mas declararán que un suelo ha dejado de
estar contaminado tras la comprobación de
que se han realizado de forma adecuada las
operaciones de limpieza y recuperación del
mismo.

2.  La declaración de un suelo como con-
taminado obligará a realizar las actuaciones
necesarias para proceder a su limpieza y
recuperación, en la forma y plazos en que
determinen las respectivas Comunidades
Autónomas.

Estarán obligados a realizar las opera-
ciones de limpieza y recuperación regula-
das en el párrafo anterior, previo requeri-
miento de las Comunidades Autónomas,
los causantes de la contaminación, que cuan-
do sean varios responderán de estas obliga-
ciones de forma solidaria y,
subsidiariamente, por este orden, los posee-
dores de los suelos contaminados y los
propietarios no poseedores, todo ello sin
perjuicio de lo establecido en el artículo
36.3.

En todo caso, si las operaciones de lim-
pieza y recuperación de suelos contamina-
dos fueran a realizarse con financiación
pública, sólo se podrán recibir ayudas pre-
vio compromiso de que las posibles
plusvalías que adquieran los suelos reverti-
rán en la cuantía subvencionada en favor de
la Administración pública que haya finan-
ciado las citadas ayudas.

3.  La declaración de un suelo como con-
taminado podrá ser objeto de nota marginal
en el Registro de la Propiedad, a iniciativa
de la respectiva Comunidad Autónoma. Esta
nota marginal se cancelará cuando la Co-
munidad Autónoma correspondiente de-
clare que el suelo ha dejado de tener tal
consideración.

4. El Gobierno aprobará y publicará una
lista de actividades potencialmente conta-
minantes de suelos. Los propietarios de las
fincas en las que se haya realizado alguna de
estas actividades estarán obligados, con
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motivo de su transmisión, a declararlo en
escritura pública. Este hecho será objeto de
nota marginal en el Registro de la Propie-
dad.

Los titulares de estas actividades debe-
rán remitir periódicamente a la Comunidad
Autónoma correspondiente informes de si-
tuación, en los que figuren los datos relati-
vos a los criterios que sirvan de base para la
declaración de suelos contaminados, de
acuerdo con el apartado 1.

Las Comunidades Autónomas estable-
cerán los criterios que permitan definir la

periodicidad para la elaboración de los in-
formes de situación del suelo.

5. La transmisión del título del que trae
su causa la posesión, o el mero abandono de
la posesión, no eximen de las obligaciones
previstas en este Título.

6. Lo establecido en este Título no será
de aplicación al acreedor que en ejecución
forzosa de su crédito devenga propietario
de un suelo contaminado, siempre que lo
enajene en el plazo de un año a partir de la
fecha en que accedió a la propiedad.

 Logroño, 3 de Febrero de 2005

Antes de dar al pueblo sacerdores, soldados y maestros, será oportuno saber si no
se está muriendo de hambre.

El que ha conocido sólo a su mujer y la ha amado, sabe más de las mujeres que el
que ha conocido a mil.

Dios existe, pero no tiene ninguna prisa en hacerlo saber.

Mi felicidad consiste en que sé apreciar lo que tengo y no deseo con exceso lo que
no tengo.

Toda reforma impuesta por la violencia no corregirá nada el mal: el buen juicio no
necesita de la violencia.

Es valiente el que teme lo que debe temerse, y no teme lo que no debe temerse.

Los hijos son tormento, y no otra cosa.

Sucede a veces que se discute porque no se llega a comprender lo que pretende
demostrar nuestro interlocutor.

León Tolstoi

CITAS Y FRASES
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YOLANDA CANTÓ PRIMO  (Licenciada  en Derecho)

ESCRIBE PARA LUNES

ESCRIBE

1   El presente trabajo o exposición se ha realizado tras el estudio y basándome en la doctrina recogida en
los siguientes manuales:

- (1) ASENSIO MELLADO, J.M. “Procesos especiales de arrendamientos” en el “El proceso civil práctico”
,Tomo X, VV.AA., Ed. La Ley, Madrid, 2002, p. 445 y ss.

- (2) MARTIN CONTRERAS, M. “La Ley de Arrendamientos Urbanos”, Ed. Bosch, Barcelona 2004, p. 491 y

ss.

 EL ARTICULO 33 DE LEY DE ARRENDAMIENTOS
RUSTICOS 1

LA LEY 49/2003, DE 26 DE NOVIEMBRE, DE
ARRENDAMIENTOS RÚSTICOS.

CAPITULO X

Normas procesales
Artículo 33 Jurisdicción y competen-

cia
“El conocimiento y resolución de los

litigios que puedan suscitarse al amparo
de esta Ley corresponderán a los juzga-
dos y tribunales del orden jurisdiccional
civil.”

INDICE

I.- FASE DECLARATIVA  DE LOS
PROCESOS JUDICIALES DE ARREN-
DAMIENTOS RUSTICOS.1

A)Preámbulo.

B)Cuestiones o pretensiones que la nue-
va LAR ha dejado atrás.

C)Competencia.

D)Legitimación.

E) Procedimientos adecuados para su
substanciación.

F)  Irrelevancia de la cuantía del pleito
para determinar el procedimiento aplicable.
Acumulación de acciones

G)El contrato de arrendamiento; consi-
deraciones generales con trascendencia pro-
cesal.

H)Rentas; compensación art. 18.2 LAR.
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I) Recurso de apelación, casación, em-
plazamiento.

J) Restricción de la prueba y cosa juzga-
da, juicios verbales.

II.- FASE EJECUTIVA DE LOS PRO-
CESOS JUDICIALES DE ARRENDA-
MIENTOS RUSTICOS. 22

A) Respeto del plazo del cumplimiento
voluntario de la ejecución.

B) Caducidad de la acción ejecutiva

C) La ejecución provisional

D) La ejecución, consideraciones gene-
rales

E) Medidas cautelares

F) La ejecución propiamente dicha

G) Las ejecuciones no dinerarias

___________________________________________________

I.- FASE DECLARATIVA
DE LOS PROCESOS

JUDICIALES DE
ARRENDAMIENTOS

RUSTICOS.1

A) PREÁMBULO
Toda esta materia procesal se regirá por

la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, Ley
1/2000 de 7 de enero,  que ha venido a
sustituir a la Ley de Enjuiciamiento Civil de
1881 con mas de cien años de vigencia en
nuestro país.

El orden jurisdiccional adecuado es el
orden jurisdiccional civil ordinario.

B) CUESTIONES O PRETEN-
SIONES QUE LA NUEVA LEY
DE ARRENDAMIENTOS RÚS-
TICOS HA DEJADO ATRÁS.

No ha sido la nueva Ley de Arrenda-
mientos Rústicos, sino la nueva Ley de
Enjuiciamiento Civil, la que ha hecho des-
aparecer el derecho del arrendatario a ener-
var la acción de desahucio, es decir no cabe

- 22 El presente trabajo o exposición se ha realizado tras el estudio y basándome en la doctrina recogida
en los siguientes manuales:

- (1) ORTELLS RAMOS, M. “Ejecución no dineraria”, en el “El proceso civil práctico”, Tomo VIII, VV.AA.,
Ed. La Ley, Madrid, 2002,  p. 489 y ss.

- (2) ACHON BRUÑEN, M.J. “Cuestiones practicas sobre la ejecución ordinario o provisional de sentencias
de condena no dineraria” Ed. Revista Jurídica La Ley, ganador del premio de artículos doctrinales 2002.

- (3) BURGOS LADRON DE GUEVAR, J. “Aproximación a la nueva Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de
arbitraje”, Diario La Ley, núm. 5978, marzo 2004.

GAVILAN LOPEZ, J. “La ejecución provisional, la ejecución de títulos extrajudiciales y la ejecución de
sentencias en la nueva ley de enjuiciamiento civil” “La ejecución no dineraria” Ed. Consejo General del Poder
Judicial, Madrid, 2003, p. 277 y ss.
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la enervación en los contratos de arrenda-
mientos de fincas rústicas, ya que el artículo
22 párrafo 4º de la LEC actual habla de
“finca urbana” con lo cual deja fuera de su
ámbito de aplicación las fincas rústicas,
además así lo ha entendido la Jurispruden-
cia y en este sentido la Audiencia Provincial
de Salamanca en su sentencia de 23 de junio
de 2003 “supresión de la enervación de la
acción de desahucio contra arrendamien-
tos rústicos, tras la nueva Ley Procesal.”

Es importante resaltar que a partir de la
entrada en vigor de la nueva LAR, confor-
me a lo prevenido en la misma, los nuevos
contratos de arrendamientos rústicos que se
celebren no van a dar derecho ni al tanteo,
ni al retracto, ni al acceso del arrendatario a
la propiedad; cosa que no sucedía con la
regulación anterior de la materia, la que si
daba cabida a estos derechos para el arren-
datario, y que dio origen a una abundantisima
Jurisprudencia al respecto, tanto del Tribu-
nal Supremo, como de las Audiencia Pro-
vinciales.

La propia exposición de motivos de la
LAR expresa claramente la voluntad del
legislador de eliminar dichos derechos del
arrendatario.

También es importante la supresión por
parte de la nueva LAR tal y como pone de
manifiesto su exposición de motivos de la
necesidad de ser profesional de la agricultu-
ra para ser arrendatario.

Toda la nueva LAR se rige bajo el
principio de un gran respeto y respaldo al
principio de autonomía de la voluntad de las
partes. Del establecimiento de una fácil
denuncia del contrato por parte del arrenda-
dor para instar la terminación del mismo o
de su prórroga conforme al art. 12 de la
LAR., entre otros  aspectos.

Para el legislador actual  no goza de igual
protección jurídica el arrendamiento de fin-
ca urbana, que el de finca rústica, y muestra
de ello, aunque lo sea solo a modo de
ejemplo, el art. 22.4 de la LEC, el art. 704
del mismo cuerpo legal, todas las reformas
llevadas a cabo en la LEC por la Ley 23/
2003, la reciente reforma de la LEC por la
Ley Orgánica 19/2003 de 23 de diciembre,
de modificación de la Ley Orgánica 6/1985
de 1 de julio, del Poder Judicial,  por la que
se añade a la LEC la Disposición Adicional
Quinta “Medidas de agilización de deter-
minados procesos civiles” en la que se
regulan la Oficinas de Señalamiento Inme-
diato, que vienen a ser una especie de “jui-
cios rápidos” en el orden civil para determi-
nadas materias en las que se  incluyen los
desahucios de finca urbana por falta de
pago de la renta, pero no los de las rústicas.

C)  LA COMPETENCIA
La competencia objetiva corresponde a

los Jueces de Primera Instancia, conforme
previenen los artículos 45 y 46 de la LEC.
(1)

La competencia territorial corresponde
al Juez de Primera Instancia donde estuviere
sita la finca, art. 52 ap. 1 párrafo 7º de la
LEC, estableciéndose un fuero de carácter
imperativo, con exclusión de los fueros
convencionales y los de carácter dispositi-
vos, que no resultaran aplicables, artículos
50, 51 y 54.1. de la LEC. (1)

Cabe preguntarse si para el supuesto de
que la finca rústica objeto de arriendo estu-
viese ubicada en la circunscripción de más
de un partido judicial, sí cabría aplicar por
analogía la regla contenida en el art. 52 ap.1
párrafo 1 de la LEC “siendo cualquiera de
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estas, a elección del demandante”. Nada
parece impedir esta interpretación pues el
párrafo 7 del apartado 1º del artículo 52 de
la LEC establece que será tribunal compe-
tente “el del lugar en que este sita la finca”,
y si la finca esta ubicada en varias circuns-
cripciones, solo uno de esos varios tribuna-
les podrá conocer de la demanda en su
globalidad (sería absurdo presentar tantas
demandas parciales como partidos judicia-
les en los que este ubicada la finca). En
conclusión; interpretando por analogía con
el art. 52.1.1º de la LEC,  sí la finca estuviera
ubicada en varias circunscripciones, será
Juez competente, a elección del demandan-
te el de cualquiera de dichas circunscripcio-
nes.

Por último téngase en cuenta que el artí-
culo 58 in fine de la LEC, establece que la
competencia territorial es apreciable de ofi-
cio por el tribunal. (1)

D) LEGITIMACIÓN. (1)
Está legitimado activamente para inter-

poner o ejercitar la acción de desahucio
conforme al art. 250.1.1º de la LEC “..el
dueño, usufructuario o cualquier otra per-
sona con derecho a poseer una finca rústica
o urbana, dada en arrendamiento, ordinario
o financiero, o en aparcería,” que pretendan
recuperar la posesión de dicha finca.

Respecto a quien puede ejercitar la ac-
ción de desahucio es quien ostente el “dere-
cho de posesión” sobre la finca arrendada,
ya a título de dueño, bien sea persona física
o jurídica art. 9 de la LAR, ya a título de
usufructuario, superficiario, enfiteuta o
quien tenga un derecho de goce sobre la
finca o explotación conforme al art. 10 de la
LAR.

La legitimación pasiva corresponde a los
arrendatarios. Teniendo en cuenta lo
preceptuado en el art. 9 de la LAR, también
puede ser una persona física o jurídica. Me
remito a lo que sobre la capacidad para ser
parte contratante se comente.

E) PROCEDIMIENTOS ADE-
CUADOS PARA SU SUBSTAN-
CIACIÓN (1)

La nueva Ley de Enjuiciamiento Civil,
ha reducido básicamente a dos los procesos
declarativos  adecuados para dirimir los
conflictos; el juicio ordinario y el juicio
verbal, frente a la gran variedad que regula-
ba la Ley  de Enjuiciamiento Civil de 1881,
mayor cuantía, menor cuantía, juicio ver-
bal, incidente, y un largo etc..; la presente
ley establece por un lado con carácter gene-
ral, que el proceso tipo para un conocimien-
to plenario de los procesos que versen sobre
cualesquiera asuntos relativos a arrenda-
mientos rústicos de bienes inmuebles  es el
juicio ordinario, tal y como previene el
artículo 249 apartado 1º párrafo 6º de la Ley
de Enjuiciamiento Civil, cualquiera que sea
su cuantía, con la excepción que establece
el propio artículo “salvo que se trate del
desahucio por falta de pago o por extinción
del plazo de la relación arrendaticia.” Di-
cha excepción no lo es de todos los desahu-
cios, sino solo los que lo sean por falta de
pago o por extinción del plazo de la relación
arrendaticia.

Y es el artículo 250-1-1º de la Ley de
Enjuiciamiento Civil el que establece las
pretensiones sobre  materia de arrenda-
miento rústico que se decidirán por el juicio
verbal, independientemente de su cuantía.
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Es decir, la Ley de Enjuiciamiento Civil
establece con carácter general en su artículo
249-1-6º que el procedimiento adecuado
para conocer sobre las pretensiones sobre
arrendamientos rústicos es el juicio ordina-
rio, y lo establece con un criterio material,
independientemente de la cuantía del plei-
to. Sin embargo a esta cláusula general se
establece una excepción matizada, dentro
de los procedimientos arrendaticios, “salvo
que se trate de juicios de desahucio” utili-
zando con ello una nomenclatura acuñada
históricamente en nuestro derecho, y dado
que con la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/
2000 no hay más  juicios declarativos que el
ordinario, o el verbal, deberemos tener en
cuenta que no se excluyen del juicio ordina-
rio todos los juicios de desahucio sino solo
por dos motivos; o por falta de pago, o por
extinción del plazo de la relación
arrendaticia.

Y no es en este artículo, sino en el si-
guiente el 250-1-1º donde la Ley de Enjui-
ciamiento Civil nos dice que el procedi-
miento adecuado para el conocimiento de
estas materia, es el juicio verbal.

Pero si se observa el artículo 249.1.6º
dice: “desahucio por falta de pago” y no
dice nada mas, desahucio por falta de pago
¿de que´? y es haciendo además de una
interpretación literal del precepto, una in-
terpretación teleológica del mismo, de su
raigambre histórico de lo que es un desahu-
cio (pérdida de confianza, rescisión del
contrato y como consecuencia de ello des-
alojo) (2), y de lo que tradicionalmente se ha
entendido por desahucio lo que nos llevará
a entender que se está refiriendo al impago
de la renta, además de que habrá que poner-
lo en correlación con lo regulado o tipifica-
do en el artículo 250-1-1º “impago de la
renta o cantidades debidas por el arrenda-

tario” a menos que queramos dar lugar a un
vacío legal, una laguna, un salto en el vacío
entre la amplísima expresión “falta de pago”
del artículo 249-1-6º y la ya mas concretada
y circunscrita expresión “impago de la ren-
ta o cantidades debidas por el arrendata-
rio” del artículo 250-1-1º de la Ley de
Enjuiciamiento Civil.

También cabría pensar que los asuntos
no comprendidos en estos dos artículos,
tendrían  que tramitarse por el juicio que
corresponda según la cuantía reclamada,
pero no parece la opción mas acertada.

En conclusión los conflictos o las preten-
siones que se susciten con ocasión de la
materia propia de arrendamiento rústicos se
decidirán por ser esta la atribución
competencial genérica por razón de la ma-
teria, independientemente de la cuantía, por
los trámites del juicio ordinario, según dis-
pone el artículo 249.1.6º de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil, salvo los casos
excepcionados del desahucio por falta de
pago de la renta y cantidades debidas por el
arrendatario y extinción del plazo que se-
gún previene el artículo 250.1.1º se segui-
rán por los trámites del juicio verbal; inde-
pendientemente de su cuantía.

Es importante también el art. 22 de la
LAR cuando la finca arrendada es enajena-
da o trasmitida por cualquier título y el
adquirente está amparado por el art. 34 de la
Ley Hipotecaria, debe respetarse a pesar de
ello el plazo que reste conforme a dicho
artículo. Al igual que el art. 23 de la LAR
respecto a la cesión o subarriendo, que para
efectuarse precisa el consentimiento expre-
so del arrendador.
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F) IRRELEVANCIA DE LA
CUANTÍA DEL PLEITO PARA
DETERMINAR EL PROCEDI-
MIENTO APLICABLE. (1)
ACUMULACIÓN DE ACCIO-
NES.

El artículo 249.1.6º de la LEC, habla de
que los arrendamientos rústicos “cualquie-
ra que sea su cuantía” se ventilaran por el
juicio ordinario, a excepción de los juicios
verbales de desahucio del artículo 250.1.1º
de la LEC. Es decir, la LEC establece un
criterio material de determinación del pro-
cedimiento aplicable; y excluye toda refe-
rencia a la cuantía del pleito en materia de
arrendamientos rústicos para que se venti-
len  por los cauces del juicio ordinario art.
249.1.6º LEC, o por los cauces del juicio
verbal art. 250.1.1º LEC, en cada caso.

Pero hay otros aspectos procedimientales
en los que si va a ser necesario determinar la
cuantía del pleito conforme a las reglas
contenidas en el artículo 251 de la LEC y
siguientes:

-Para los supuestos en que se desee
interponer recurso de casación contra la
sentencia dictada en apelación art. 477 de la
LEC; aunque también puede la materia pre-
sentar interés casacional.

-En materia de  costas procesales del
artículo 394.3 de la LEC.

-Además el art. 253 establece la nece-
sidad de que el actor fije la cuantía de la
demanda, a menos que no pueda efectuarlo
conforme establece dicho artículo en su
apartado 3º.

 Uno de los aspectos  referidos a  la
cuantía del pleito que sí tenía vital impor-

tancia e incidencia en la materia de arrenda-
mientos rústicos versaba sobre la acumula-
ción de acciones; la del juicio verbal de
desahucio por falta del pago de la renta, y la
reclamación de las deudas arrendadas, que
ha perdido su importancia, o quizá sería
mejor decir que en la actualidad se ha llega-
do a una regulación mejor, ya que la Ley 23/
2003, de 23 de julio, de Garantías en la
Venta de Bienes de Consumo, en su dispo-
sición final tercera, extremo 6º, modifica la
Ley de Enjuiciamiento Civil,  establecien-
do que el apartado 3 del artículo 438 de la
LEC queda redactado de la siguiente forma:

“3. No se admitirá en los juicios verbales
la acumulación objetiva de acciones, salvo
las excepciones siguientes:.....................

3º La acumulación de las acciones en
reclamación de rentas o cantidades análo-
gas vencidas y no pagadas, cuando se trate
de juicios de desahucio de finca por falta de
pago, con independencia de la cantidad
que se reclame.”

La LEC no distingue, ni  especifica cuan-
do habla de “desahucio de finca”, sí dicha
finca será urbana o rústica, por tanto habrá
que entender comprendidas a ambas.

En definitiva, la reforma del art. 438-3-3º
de la LEC es un importante paso en aras de
la economía procesal, y con esta reforma se
acaba con los problemas que traía la antigua
regulación de la LEC 1/2000, ya que dicha
acumulación al juicio verbal de desahucio
por falta de pago de la renta de la acción para
reclamar las rentas impagadas o debidas no
era posible si dichas rentas superaban la
cuantía reclamable por los trámites del jui-
cio verbal, y había que acudir al juicio
ordinario.

Vista la claridad meridiana del art.
249.1.6º de la LEC de que es el juicio
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ordinario el adecuado para conocer de todas
las contiendas que surjan en materia de
arrendamientos rústicos con las únicas ex-
cepciones del  artículo 250.1.1º, y exami-
nando el contenido de la Ley de Arrenda-
mientos Rústicos, es claro dudas que se
conocerán a través del proceso plenario
ordinario:

-las cuestiones relativas a “termina-
ción del arriendo” del art. 24 de la LAR, con
excepción del apartado b) de dicho artículo
que será por los trámites del juicio verbal,
art. 250.1.1

-Las relativas al artículo 25 de la LAR
“resolución del arrendamiento a instancia
del arrendador” y resolución del  arriendo a
instancia del arrendatario art. 18 ap. 2 de la
LAR “resolución del arrendamiento a ins-
tancia del arrendador” a excepción de su
apartado a) de dicho artículo, que se venti-
lará por los trámites del juicio verbal art.
250.1.6º.

-Y las cuestiones relativas a “la resción
del contrato” reguladas en el art. 26 de la
LAR, y también los supuestos de rescisión
de los artículos 18 ap. 3 in fine y art. 19 ap.
2º in fine de la LAR. Como también “todas”
las contiendas que puedan surgir con oca-
sión del Capitulo VI de la LAR “Gastos y
Mejoras” han de ventilarse a través del
juicio ordinario.

G) EL CONTRATO DE
ARRENDAMIENTO, CONSI-
DERACIONES GENERALES
CON TRASCENDENCIA

El contrato de arrendamiento, conforme
a la nueva LAR ha de constar por escrito art.

11 de la LAR (con anterioridad a esta refor-
ma en la realidad del curso contractual, gran
número de contratos eran verbales, orales,
sin documentación escrita alguna). Además
el art. 13 de la LAR al tratar la renta, (que
según se deduce del Capitulo V de la LAR)
tendrá carácter anual art. 14 de la LAR, si
bien también puede establecerse una canti-
dad alzada para todo el tiempo del arrenda-
miento art. 13 ap. 3 de la LAR, que también
se anualiza dividiéndola por el  periodo de
años que dure el arriendo.

Respecto a la forma en que se prueba que
se ha pagado la renta del arrendamiento el
art. 14  de la LAR, es mediante el recibo de
pago, que deberá entregar el arrendador al
arrendatario. (Se puede trasladar toda la
experiencia jurídica en esta materia prove-
niente de arrendamiento urbanos.)

Todas estas precisiones son importantes
por cuanto los nuevos contratos de arrenda-
miento rústico que se celebren a partir de la
entrada en vigor de esta LAR habrán de
celebrarse por escrito; facilitándose de este
modo la prueba respecto de su existencia y
contenido.

H) RENTAS-COMPENSA CIÓN
ART. 18.2 LAR.

La renta en términos generales, y tenien-
do en cuenta la primacía del principio de
autonomía de la voluntad de las partes que
preside la nueva LAR,  tiene carácter anual
art. 13 y 14 de la LAR , “abonándose por
años vencidos” lo que es importante en
orden a determinar la cuantía adeudada, la
cuantía del pleito art. 251 LEC, y las canti-
dades que se han de consignar para apelar la
sentencia art. 449 LEC.
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Desde mi punto de vista respecto de la
prueba de haber pagado la renta, además de
la forma ordinaria y normal que es a través
del correspondiente “recibo” conforme al
art. 14 párrafo segundo de la LAR, hay que
tener en cuenta lo que yo llamaría la com-
pensación del art. 18 p.2 de la LAR; el que
puesto en relación con el art. 438 ap. 2 de la
LEC, podemos llegar a la siguiente conclu-
sión:

En el supuesto de hecho de que se inter-
ponga una demanda de desahucio por falta
de pago de la renta, que conforme al art.
250.1.1º de la LEC se sustancia por los
trámites del juicio verbal, y siendo que para
evitar sus efectos el arrendatario ha de pro-
bar haber pagado dicha renta, lo que puede
haberse efectuado bien por el modo normal
u ordinario, es decir, satisfaciendo la renta
a su vencimiento y obteniendo el corres-
pondiente recibo art. 14 de la LAR, o bien,
caso mas atípico,  que el arrendatario haya
efectuado obras y reparaciones necesarias
con el fin de conservar la finca en estado de
servir para su aprovechamiento o explota-
ción a que fue destinada al concertar el
contrato, que corresponde hacer al arrenda-
dor y requerido éste, no las haya efectuado,
y el arrendatario conforme le faculta el art.
18 ap. 2 de la LAR las efectúe el mismo,
pues bien, dicho artículo faculta al arrenda-
tario “a reintegrase mediante compensa-
ción con las rentas pendientes a medida que
vayan venciendo.” Crédito compensable
que conforme a lo establecido en el art.
438.2 de la LEC  en los juicios verbales “el
demandado deberá notificárselo al actor al
menos cinco días antes de la vista.”

Visto el contenido del párrafo último del
apartado 2º del art. 438 de la LEC podría
pensarse que si el importe de las obras y
reparaciones de conservación es superior a
los limites cuantitativos de la competencia

por razón de la cuantía en los juicios verba-
les no será posible alegar dicha compensa-
ción. Pero gracias a la redacción del art. 18
de la LAR “compensación con las rentas
pendientes a medida que vayan venciendo”
es claro que, si va a poder ser alegable dicha
compensación de créditos, dado que la mis-
ma va emergiendo conforme se van produ-
ciendo.

I) RECURSO DE APELACIÓN,
CASACIÓN-EMPLAZAMIEN-
TO

Lo que resulta sorprendente en el legisla-
dor actual es que por un lado tiene un
auténtico frenesí en que la Administración
de Justicia funcione de modo rápido, en la
nueva LEC reduce la clase de juicios
declarativos al verbal y al ordinario, reduce
los plazos, para contestar a la demanda, para
señalar, etc...Se le olvida emplazar a las
partes para que comparezcan en legal forma
ante la Audiencia Provincial o el Tribunal
Supremo cuando se interponga ya un recur-
so de apelación, ya un recurso de casación
en su caso, y para salvar ese vacío legal, el
9 de julio de 2003 al dictar la Ley Concursal,
Ley 22/2003 no se le ocurre mas brillante
idea que modificar la LEC en su art. 463
referido al recurso de apelación y hace
también lo mismo con el recurso de casa-
ción, en el que acuerda que las partes debe-
rán ser emplazadas por treinta días para
comparecer ante la Audiencia Provincial,
que con la nueva reforma de la LOPJ del año
2003, 30 días hábiles al haber quitado los
sábados, son un mes y medio, 30 días solo
para personarse: simplemente presentar un
escrito diciendo que se persona; requisito
que tenía su sentido en la antigua regulación
del recurso de apelación en la LEC de 1881,
pero que en buena técnica jurídica solo
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supone un trámite dilatorio excesivo, ya
que por un lado en la nueva LEC se dice en
el art. 464 que la vista, en caso de celebrarse
habrá de tener lugar en el plazo de un mes
desde que se reciban los autos por el tribu-
nal;  y mal puede dársele cumplimiento, si
la tramitación del recurso de apelación en la
alzada propiamente dicha, no puede iniciar-
se hasta que todas las partes se personen o
finalice el plazo para ello por si se personan,
de 30 días hábiles.

Hubiera sido mejor solución, que ya que
el recurso de apelación se tramita en la
instancia, salvo que se proponga prueba
sobre la que se ha de decidir sobre su admi-
sión y practica o no en la segunda instancia
el tribunal de apelación. Las partes se perso-
naran en la primera instancia  evitándose así
el trasiego y difícil distribución  de escritos
de personación ante la Oficina de Reparto y
Registro  correspondiente y las distintas
Secciones.

La LEC establece en su art. 449 , la
necesidad de consignar las rentas para recu-
rrir en alzada, en los procesos que lleven
aparejado el lanzamiento.

J) RESTRICCIÓN DE LA
PRUEBA Y COSA JUZGADA,
JUICIOS VERBALES.(1) Y (2)

El juicio verbal de desahucio de finca
rústica, dada en arrendamiento rústico, por
extinción del plazo es plenario, y produce
plenos efect!os de cosa juzgada la sentencia
que recaiga en los mismos; ya que no le
afectan al mismo las especialidades conte-
nidas en los artículos 444.1 y 447.2 de la
LEC.

Por el contrario el juicio verbal de des-
ahucio de finca rústica, dada en arrenda-

miento, interpuesto “por impago de la renta
o cantidad asimilada” conforme establece
el art. 444.1 de la LEC “solo se permitirá al
demandado alegar y probar el pago.”

Además se observa que en la
conceptuación de la actual LEC no se limi-
tan los medios de prueba que se puedan
utilizar para acreditar dicho pago, es decir
se puede esgrimir cualquier medio de prue-
ba, testifical, documental, pericial, etc... en
definitiva la que la parte tenga por conve-
niente, sin embargo si se limita lo que ha de
ser objeto de probanza: “el pago” y solo eso
es lo que puede ser alegado y probado.

Como ya se ha apuntado antes, dicho
pago puede haberse efectuado por la com-
pensación prevista en el art. 18 ap 2 de la
LAR.

La LEC de 1881 seguía un criterio distin-
to, limitaba los medios de prueba.

Por su parte el art. 447.2 de la LEC
atribuye a la sentencia dictada en juicio
verbal de desahucio de finca rústica dada en
arrendamiento, por impago de renta la ca-
racterística de que “no producirá efectos de
cosa juzgada”.

Con lo cual en los juicios verbales de
desahucio por impago de la renta, el legis-
lador con un criterio basado en la rapidez y
sumariedad; ante el incumplimiento de algo
claro y esencial por parte del arrendatario
como es el pago de la renta, establece que
independientemente de la cuantía que se
adeude el procedimiento adecuado es, el
juicio verbal, (procedimiento mas sencillo
y breve que el juicio ordinario) limitando
las alegaciones y los hechos a probar en su
defensa por parte del demandado, pues solo
puede alegar y probar el pago de la renta; y
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todo ello conlleva que la sentencia que
recaiga no produzca efectos de cosa juzga-
da.

Los efectos de la cosa juzgada de la
sentencia se extienden en una doble vertien-
te, por un lado si se alega la excepción de
cosa juzgada no se puede volver a conocer
sobre dicha pretensión, y por otro ha de
partirse de lo declarado ya como cosa juzga-
da al conocer la nueva pretensión afectada
por ella.

Respecto al juicio verbal de desahucio la
doctrina entiende que no se producirán  efec-
tos de cosa juzgada plena respecto aquellos
hechos,  en que los medios de prueba o
alegación han sido restringidos para las
partes; pero sin embargo si gozasen de la
plenitud de conocimiento por parte del juz-
gador y de defensa por la parte, si produci-
rán efectos de cosa juzgada, aunque solo sea
respecto de parte de la sentencia  y sus
pronunciamientos, en las que si se de esa
plenitud de conocimiento y defensa.

Por el contrario,  si que se  producirán los
efectos de la cosa juzgada plena, al haberse
producido un conocimiento pleno de la
cuestión, y no haber existido limitación ni
en cuanto a los hechos a alegar y probar por
el demandado en su defensa en los juicios
verbales de desahucio por extinción del
plazo, y en los juicios ordinarios en materia
de arrendamiento rústicos.

II.- FASE EJECUTIVA DE
LOS PROCESOS

JUCIALES DE
ARRENDAMIENTOS

RUSTICOS.

El panorama de la ejecución ha cambia-
do notablemente con la nueva Ley de Enjui-
ciamiento Civil, 1/2000 de 7 de enero.

A) RESPETO DEL PLAZO DEL
CUMPLIMIENTO VOLUNTA-
RIO DE LA EJECUCIÓN.

En la ejecución, se permite un plazo de
cumplimiento voluntario de las resolucio-
nes judiciales, arbitrales o de los convenios
aprobados judicialmente, un plazo de vein-
te días siguientes a contar desde la notifica-
ción de dichas resoluciones al ejecutado
artículo 548 de la LEC. (1) y (2) Dicho
artículo establece que “El tribunal no des-
pachará ejecución...” con lo que como  ha
puesto de manifiesto ORTELL RAMOS,
M (1) p. 521), y en tal sentido se pronuncia
la Audiencia Provincial de Toledo, Sección
1ª , auto12-VI-2003; no quiere decir que el
ejecutante antes de este tiempo no pueda
presentar la demanda ejecutiva (cosa que
seguramente procurará no hacer para evi-
tarse gastos y esfuerzos posiblemente inne-
cesarios), pero que el artículo no se lo
impide; lo que si le impide al tribunal es
despachar ejecución sin  tener  en cuenta el
transcurso de dicho plazo de 20 días. Con lo
cual si se presenta la demanda de ejecución
antes de que transcurran los 20 días, en
buena técnica jurídica no debe dar lugar a
un auto denegando el despacho de ejecu-
ción, sino a una mera resolución en la que se
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diga que se está a la espera del transcurso de
los 20 días que previene el art. 548 de la
LEC para poder despachar ejecución.

Los laudos y resoluciones arbitrales no
son susceptibles de ejecución provisional,
sino que son directamente ejecutables con-
forme al art. 517 nº 2 apartado 2º de la LEC
modificado por la nueva Ley de Arbitraje,
suprimiendo la expresión “firmes”.

B) CADUCIDAD DE LA
ACCIÓN EJECUTIVA

Conforme al art. 518 de la LEC, se pro-
duce la caducidad de la acción ejecutiva,
sino se interpone demanda ejecutiva dentro
de los cinco años siguientes a la firmeza de
la sentencia o resolución.

Esta es una novedad importante en nues-
tro sistema procesal y que choca con el
sistema anterior, en que el derecho para
instar la ejecución de un derecho o acción
reconocido por sentencia o auto firme no
caducaba hasta transcurridos o prescritos
los plazos del Código Civil para ejercitar o
exigir la acción o derecho correspondiente.

C) LA EJECUCIÓN PROVISIO-
NAL

Siguiendo con la ejecución provisional
de resoluciones judiciales conforme al art.
517 y siguientes de la LEC (1); la novedad
mas importante a destacar es la no necesi-
dad de prestar caución conforme a lo preve-
nido en el artículo 526 de la LEC para
instarla, con lo cual aumentará notablemen-
te la solicitud de ejecuciones provisionales
en materia de arrendamientos rústicos, dado
que nada obsta para que pueda instarse.

Además téngase en cuenta que mientras el
sistema de la LEC de 1881 establecía un
período procesal determinado para ello y
transcurrido el mismo precluía el derecho  a
instar la ejecución provisional; en el siste-
ma actual se puede instar tanto cuando los
autos sigan en el juzgado que dictó la reso-
lución apelada, como cuando los mismos se
encuentren en el tribunal de apelación.

Conforme al artículo 527 apartado 4º de
la LEC contra el auto en que se despache
ejecución provisional no se dará recurso
alguno, si bien el ejecutado puede oponerse
a dicha ejecución; y en este caso se abre una
fase contradictoria, con motivos tasados de
oposición art. 528 de la LEC , traslado entre
las partes para alegaciones, y la posibilidad
de que el que insta y obtiene la ejecución
provisional a la que el ejecutado se ha
opuesto, si se tratase de sentencia de conde-
na no dineraria “podrá” prestar caución
para garantizar en caso de revocarse la
sentencia, la restauración de la situación
anterior, o si es imposible, el resarcimiento
de daños y perjuicios causados.

El auto que resuelva sobre la oposición a
la ejecución provisional no será susceptible
de recurso alguno art. 530.4 LEC.

Además la LEC también regula la revo-
cación o confirmación de la sentencia pro-
visionalmente ejecutada en los artículos
532 y siguientes de la LEC.

El órgano competente para la ejecución
provisional de sentencias es el tribunal que
en primera instancia conoció del asunto,
artículos 527 y 535 de la LEC.
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D) LA EJECUCIÓN, CONSIDE-
RACIONES GENERALES (1)

Dejando ya el tema de la ejecución pro-
visional y entrando de lleno en la ejecución
propiamente dicha, el tribunal competente
conforme al art. 545 de la LEC apartado 1º
para la ejecución de resoluciones judiciales
es el tribunal que conoció del asunto en
primera instancia.

El sistema español ha cambiado notable-
mente, anteriormente con la LEC de 1881
cuando se obtenía una sentencia o auto de
condena firme, bastaba con presentar al
Juzgado un escrito instando su ejecución, y
la ejecución era una prolongación del pro-
ceso inicial conocedor de la cuestión de
fondo, en la actualidad con la LEC 1/2000
es necesario una actividad por parte del
ejecutante mucho mas depurada, es necesa-
rio que presente una demanda ejecutiva;
con la que se abrirá un proceso nuevo e
independiente al que conoció de la cuestión
de fondo; además dicha demanda deberá
cumplir los requisitos del art. 549 de la
LEC, se le deberán acompañar los docu-
mentos expresados en el art. 550 de la LEC,
que en concreto en materia arbitral estable-
ce en su apartado 1º-1º in fine “cuando el
título sea un laudo, se acompañarán, ade-
más, el convenio arbitral y los documentos,
acreditativos de la notificación de aquel a
las partes”, redactado conforme a la Ley
60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.

El proceso de ejecución esquemática-
mente es el siguiente; se presenta demanda
ejecutiva con los requisitos del art. 549 y
siguientes, el tribunal directamente y sin
dar ningún traslado al ejecutado, dicta auto
en el que puede a) no despachar ejecución,
el que será directamente apelable, pudiendo
también el ejecutante, a su elección, previa-
mente reponerlo, conforme al art. 552 LEC;

b) o se dicta auto despachando ejecución,
resolución que sí se notifica  al ejecutado y
es la primera noticia que tiene el mismo de
que hay una ejecución contra él; pero dicho
auto no es susceptible de recurso alguno art.
551 de la LEC; y la única defensa que tiene
contra él  el ejecutado es oponerse, la que se
regula en los art. 556 y siguientes de la LEC.

Los motivos de oposición están recogi-
dos básicamente en el artículo 559 de la
LEC, y la  Ley 60/2003, de 26 de diciembre
de Arbitraje adiciona un nº 4, al apartado 1
de dicho artículo, que dice así “Si el título
ejecutivo fuera un laudo arbitral no
protocolizado notarialmente, la falta de
autenticidad de éste.”. Con la nueva LA ya
no es necesario que el laudo sea
protocolizado notarialmente para su efica-
cia,  conforme al art. 37 apartado 8 de la LA,
sin perjuicio de que cualquiera de las partes
pueda instarlo, par obtener una mayor ga-
rantía, antes de la notificación del laudo.

Así la parte ejecutada podrá oponerse al
despacho de ejecución art. 556 y siguientes
de la LEC. Conforme al art. 556  apartados
1 y 2, la oposición a la ejecución no suspen-
derá la ejecución como norma general, sal-
vo los supuestos previstos en el apartado 3º
del mencionado artículo. Además al ejecu-
tado    la LEC le otorga otro medio de
defensa la del art. 563 recurrir en reposición
cuando el tribunal de ejecución provea en
contradicción con el título ejecutivo. Asi-
mismo téngase en cuenta la posible aplica-
ción de lo dispuesto en el art. 564 de la LEC
que habla de “título ejecutivo extrajudicial”
en materia de ejecución de laudo, o resolu-
ciones arbitrales.
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E) MEDIDAS CAUTELARES
La LEC de 1881 en su art. 1428 regulaba

un “numerus apertus” de medidas cautelares
a adoptar.

La actual LEC 1/2000 establece en su art.
726 y 727 las medidas cautelares a adoptar,
siempre a instancia de parte, art. 721.

Además conforme al art. 723 de la LEC
las medidas cautelares se pueden solicitar o
instar; antes de interponer una demanda,
durante su substanciación, así como duran-
te la substanciación de los recurso de apela-
ción, extraordinario por infracción proce-
sal, o de casación....

Si se insta la adopción de medida cautelar
antes de interponer una demanda, deberá
presentarse la demanda dentro de los 20
días siguientes a la adopción de la medida
art. 730 ap 2º LEC.

En materia de arrendamientos rústicos si
cabe la solicitud y adopción de medidas
cautelares, basta leer el art. 727 de la LEC.

Y respecto a cuando las controversias
sobre arrendamientos rústicos sean resuel-
tas  de acuerdo con la Ley 60/2003 de 23 de
diciembre, de arbitraje; el art. 722 de la LEC
específicamente lo contempla, si bien exis-
te un olvido del legislador, concretamente
el que dictó la nueva Ley de Arbitraje que
debería haber corregido la referencia al art.
38 de la LA, que nada tiene que ver en la
vigente LA con las medidas cautelares, y
sustituirlo quizá por los art. 8 apartado 3 y
art. 11 apartado 3 que sí hacer referencia a
la materia. Además téngase en cuenta que
cuando la cuestión se somete a arbitraje las
partes no solo pueden acudir a los tribunales
de justicia para que adopten medidas
cautelares, sino que además también los

propios árbitros pueden adoptar medidas
cautelares art. 23 LA.

F) LA EJECUCIÓN PROPIA-
MENTE DICHA

La LEC distingue en el desarrollo de la
ejecución; entre la ejecución dineraria con-
tenida en el título IV del libro III de la LEC,
y la ejecución no dineraria contenida en el
título V del mismo libro.

Entrando ya de lleno en lo que es la
ejecución la LEC en su Libro III titulado
“De la ejecución forzosa y de las medidas
cautelares” regula dos grandes bloques:

El primero contenido en el Título IV de
dicho libro “de la ejecución dineraria” art.
571 y siguientes de la LEC el que es aplica-
ble a la materia de arrendamientos rústicos
cuando se reclama “el deber de entregar
una cantidad de dinero liquida” art. 571
LEC.

Y el segundo, el de las ejecuciones no
dinerarias, más propio quizá de la relación
arrendaticia de naturaleza rústica, dado que
generalmente lo que se pretende es recupe-
rar la posesión del inmueble dado en arren-
damiento rústico.

En las demandas ejecutivas se puede
instar a la vez la ejecución dineraria y la no
dineraria, por ejemplo cuando se han acu-
mulado las acciones conforme al art. 438.3
de la LEC desahucio de finca por falta de
pago y reclamación de rentas o cantidades
análogas vencidas y no pagadas.

G) LAS EJECUCIONES NO
DINERARIAS (1)
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En la ejecución no dineraria, se respetará
el cumplimiento voluntario de la resolu-
ción, ya judicial, ya arbitral  art. 548 de la
LEC, se presentará la demanda ejecutiva
conforme al art. 549 de la LEC, y se dictará
auto de acuerdo al art. 553 de la LEC en el
que en primer término el tribunal requerirá
al ejecutado conforme al art. 699 “para que
dentro del plazo que el tribunal estime
adecuado, cumpla en sus propios términos
lo que establezca el título ejecutivo.”

Es decir, se vuelve a dar al ejecutado un
nuevo plazo, plazo que por otro lado no
determina la ley como en el art. 548, y que
cada tribunal establecerá el que estime opor-
tuno, para que se cumpla lo acordado en el
título ejecutivo.(2)

Al notificar al ejecutado el auto despa-
chando ejecución se le requiere para que
cumpla lo establecido en el título ejecutivo,
en el caso de arrendamientos rústicos por
resolución, extinción, resción del contrato
será la entrega del inmueble básicamente,
dándosele un plazo para ello y al tiempo
aprovechando ese mismo requerimiento,
plazo y comunicación judicial con el ejecu-
tado, en previsión de lo establecido en el art.
703 párrafo 1º de la LEC, se le requiere para
que “retire las cosas que no sean objeto del
título” apercibiéndole de que si no las retira
se considerarán bienes abandonados a to-
dos los efectos. Consideración de bienes
abandonados que también tiene su base
legal en el art. 610 del Código Civil. (1) p.
615)

Téngase en cuenta que si el ejecutado no
cumple en el plazo que le concede el tribu-
nal conforme al art. 699 LEC, el ejecutante
ha de presentar al tribunal nuevo escrito
pidiendo ya la entrega de la posesión
mediata, ya el lanzamiento, y entonces el

tribunal dictará resolución estableciendo
fecha para ello.

El párrafo 2º del artículo 703 de la LEC
se refiere a “cosas no separables”, “de
consistir en plantaciones o instalaciones
estrictamente necesarias para la utiliza-
ción ordinaria del inmueble”. De la lectura
del precepto se desprende que si el ejecuta-
do “en el acto del lanzamiento” no las
reivindica, pasaran a formar parte del in-
mueble y por tanto se las quedará el ejecu-
tante; por una lado la LEC establece un
momento procesal extremo adecuado para
su reivindicación “el acto del lanzamien-
to”, es decir que si a lo largo de todo el
proceso arrendaticio y su ejecución, el eje-
cutado no ha reivindicado las cosas no
separables, aun puede hacerlo en el acto de
lanzamiento, en cuyo caso se hará constar
en la diligencia de entrega de bienes
inmuebles que se levante; y el tribunal re-
solverá sobre dicha reivindicación “en la
ejecución”, es decir, no se abrirá un proceso
nuevo, el ejecutado deberá por una lado en
el acto del lanzamiento reivindicar las cosas
no separables; y por otro dentro de los cinco
días a partir del desalojo instar ante el tribu-
nal que se resuelva sobre si existe o no
obligación de que le sea abonado el valor de
las “cosas no separables, de consistir en
plantaciones o instalaciones estrictamente
necesarias para la utilización ordinaria del
inmueble”. Para mi,  a los interesados que
reivindican e instan les resultaría conve-
niente indicar el valor que para ellos tienen
las cosas no separables o plantaciones; a fin
de que se determine primero si tienen dere-
cho a que se les abone su valor, y segundo
el valor que se les ha de abonar, en su caso.

De todas formas en materia de arrenda-
mientos rústicos y poniendo en correlación
el art. 703.2 de  la LEC con la LAR;  cuando
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el arrendatario reivindique, además de tener
en cuenta lo dispuesto en la LEC para deci-
dir sobre la cuestión, primero habrá que
estarse a las normas especificas de la LAR
Capítulo VI que trata del régimen de gastos
y mejoras recogido en los art. 17 a 21, así
como al art. 27 que trata de los efectos en los
supuestos de terminación del arriendo.

En el supuesto de que en materia de
arrendamientos rústicos se produzca el lan-
zamiento en la ejecución de sentencia o
resolución arbitral, si el arrendatario, en
términos generales, “reivindica” “la titula-
ridad de cosas no separables” en virtud del
principio de accesión lo secundario sigue a
los principal. (1) p. 615)

De consistir en plantaciones, que no fru-
tos, ya que si se trata de frutos hay que ir al
art. 712 de la LEC y siguientes, así como el
art. 27 de la LAR en relación con el art. 1578
del Código Civil.

El arrendatario ha de manifestar en el
acto del lanzamiento su intención de reivin-
dicar, y en los cinco días posteriores al
desalojo instar  o ejercitar el derecho de que
se le abone su valor.

La LEC no habla de que se separen del
inmueble, ni las plantaciones, ni las instala-
ciones; en virtud del principio de accesión;
sino que reconoce al reivindicante la posibi-
lidad de dilucidar sobre su  derecho a que se
le abone su valor.

Y se resolverá en la ejecución, ya podría
ser como un incidente de la misma art. 393
de la LEC, ya como una prolongación de
dicha ejecución, no especifica el art. 703.2,
puede pensarse en los art. 712 y siguientes
de la LEC  siguiendo a ILLESCAR RUS
cuya doctrina cita  ACHON BRUÑEN,

M.J.(2) que en su artículo le cita (44) a
ILLESCAR RUS. A.V. “Comentario al art.
703”, Comentarios a la Nueva LEC. op. cit.
pág. 3170.).

Por último respecto al apartado 3º del art.
703 de la LEC respecto “De hacerse cons-
tar en el lanzamiento la existencia de des-
perfectos en el inmueble originados por el
ejecutado o los ocupantes”:

Hay dos aspectos que sería aconsejable
al ejecutante tener en cuenta al presentar la
demanda ejecutiva, y  solicite que de hacer-
se constar en el lanzamiento o en el acto de
entrega de la posesión mediata  la existencia
de desperfectos en el inmueble originados
por el ejecutado o los ocupantes, se acuerde
la retención y constitución en depósito de
bienes suficientes del posible responsable
(parece este nº 3º del art. 703 de la LEC
referido a inmuebles como viviendas o lo-
cales de negocio); y no a inmuebles objeto
de arrendamientos rústicos, que en muchas
ocasiones ni si quiera están vallados o cer-
cados, y cualquier persona totalmente ajena
y desconocida al arrendatario ejecutado
puede causar desperfectos en el mismo, y
resulte prácticamente imposible la averi-
guación del responsable.

En la actualidad las diligencias de entre-
ga de bienes inmuebles son llevadas a cabo
por comisiones judiciales compuestas por
un miembro del Cuerpo de Gestión Proce-
sal y Administrativa, y un miembro del
Cuerpo de Auxilio Procesal, no teniendo
los primeros fe publica, ya que las habilita-
ciones han sido suprimidas por la Disposi-
ción Adicional Sexta de la L.O. 19/2003, de
23 de diciembre, que ha modificado la Ley
Orgánica del Poder Judicial. Aunque si
están facultados para documentar los lanza-
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mientos artículos 453, 476 c) y 478 b) de la
LOPJ. Cabría preguntarse si seria necesaria
o conveniente la presencia del Secretario
Judicial o de Notario para dar fe de los
desperfectos a que se refiere el artículo
703.3 de la LEC.

Respecto a la segunda cuestión, para mi
la LEC parte de la presunción de que los
bienes que se encuentran en un inmueble
arrendado y que no sean propiedad del
arrendador, lo son del arrendatario, presun-
ción por otra parte lógica, y sí un tercero ha
depositado allí bienes, no tiene manera de
saberlo, ya que ahora los Juzgados al acor-
dar  la entrega del inmueble (lanzamiento,
en su caso) le dan un plazo (primero han de
dejar pasar el del art. 548 de la LEC y
segundo el que le concedan conforme al art.
699 LEC) para desalojar la finca, y le aper-
ciben conforme al art. 703.1 de que los
bienes que se encuentren en la finca son
bienes abandonados sino los han retirado,
en relación con el artículo 610 del Código
Civil; y segundo art. 703.3 LEC que si
existen desperfectos sobre el inmueble arren-
dado, sobre esos muebles que fueren habi-
dos en el inmueble se puede constituir re-
tención y depósito. Pensar que los derechos

de terceros sobre esos bienes no han sido
garantizados; cuando siempre les quedaría
en su caso, la tercería de dominio o el art.
593 de la LEC aplicable por analogía, (ya
que el arrendatario sabiendo que no son
suyos, lo normal es que los saque del inmue-
ble, y los devuelva a su titular). Es llevar
demasiado lejos la falta de preocupación de
una persona sobre sus bienes, y sobrecargar
de obligaciones al arrendador que recupera
la posesión de su inmueble; ya que si tiene
que ocuparse de averiguar cual es legitimo
titular de los posible bienes que encuentre
en su inmueble, es una operación titánica
(téngase en cuenta lo dispuesto en el art. 448
del Código Civil).

Cuando se practica el lanzamiento, si se
han ejercitado dos pretensiones: la del lan-
zamiento y la de reclamación de rentas se
podrá solicitar el embargo de aquellos bie-
nes propiedad del arrendatario que fueren
habidos en el inmueble a desalojar.

En Valencia a 29 de abril de 2004.
Fdo. Yolanda E. Cantó Primo.

-
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Eduardo Martínez-Piñeiro Caramés. Notario honorario

SECCION FISCAL

FISCAL

NOTAS SOBRE LA LEY DE PRESUPUESTOS
GENERALES DEL ESTADO (LEY 2/2004, DE 27

DE DICIEMBRE) Y LA LEY DE MEDIDAS
TRIBUTARIAS, ADMINISTRATIVAS Y DE

FUNCIÓN PÚBLICA DE LAS ILLES BALEARS
(LEY 8/2004, DE 23 DE OCTUBRE).

I.- LEY DE PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO.

La pobrecilla ha nacido sola, triste y abandonada. La llamada “Ley de amañamiento”,
oficialmente Ley de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, deja de acompa-
ñarla como venía haciendo desde 1983. Todos hemos ganado, desde el ciudadano más
modesto hasta el más insigne jurista, y por ello debemos felicitarnos.

La Expoción de Motivos de esta Ley 2/2004 es más que clara y explica el porqué de la
desaparición de la Ley de acompañamiento. De una parte, el respeto a la delimitación
constitucional del contenido de la ley de Presupuestos Generales (contenido necesario,
constituido por la determinación de la previsión de ingresos y la autorización de gastos que
pueden realizar el Estado y entes a él vinculadas o de él dependientes; y contenido eventual,
estrictamente limitado a las materias o cuestiones que guarden directa relación con las
previsiones de ingresos, las habilitaciones de gastos o los criterios de política económica
general, que sean complemento necesario para la más fácil interpretación y más eficaz
ejecución de los Presupuestos Generales y de la politica económica del Gobierno) y de otra,
desde el punto de vista de la técnica legislativa, la toma en consideración de la crítica del
Consejo de Estado, ya puesta de manifiesto en su Memoria de 1999 (graves distorsiones como
consecuencia de la periódica incorporación al ordenamiento jurídico –asistemática y por
aluvión- de innovaciones heterogéneas y dispares en cuanto a su relevancia e, incluso, en
cuando al fundamento; aumento de la dispersión normativa; dispersión que dificulta el
conocimiento de la aplicación de unas normas jurídicas...).

Por todo ello, y continuamos sintetizando la Exposición de Motivos, el Gobierno ha
optado este año (lo de este año nos asusta, nos hubiera gustado más una opción sin
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delimitación temporal) por remitir a las Cortes únicamente la Ley de Presupuestos, reservan-
do a otros proyectos legislativos, con coherencia sistemática interna y tramitados por los
procedimientos legislativos habituales, las reformas que sean precisas.

Tras expresar nuestra más cordial enhorabuena por esta decisión pasamos a examinar
las Normas Tributarias y otras Disposiciones que consideramos interesantes desde la óptica
notarial.

A) NORMAS TRIBUTARIAS (TÍTULO VI, ARTºS. 57 A 67).

1.- Impuestos Directos.

a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas:

- Artº.57.- Coeficientes de actualización del valor de adquisición.-
A efectos de lo previsto en el apartado 2 del artº.23 del texto refundido de la ley del

I.R.P.F. (R.D.Legislativo 3/2004, de 5 de marzo), y con el fin de corregir la depreciación
monetaria, para las transmisiones de bienes inmuebles no afectos a actividades económicas
que se efectúen durante el año 2005, los coeficientes de actualización del valor de adquisición
serán los  siguientes:

Año de adquisición  Coeficiente
1994 y anteriores 1,1690

1995 1,2350
1996 1,1928
1997 1,1690
1998 1,1463
1999 1,1257
2000 1,1040
2001 1,0824
2002 1,0612
2003 1,0404
2004 1,0200
2005 1,0000

Cuando las inversiones se hubieran efectuado el 31 de diciembre de 1994, será de
aplicación el coeficiente 1,2350.

Tratándose de bienes inmuebles afectos a actividades económicas, los coeficientes
aplicables para la actualización del valor de adquisición serán los previstos para el Impuesto
sobre Sociedades en el artº. 60 de esta Ley, que veremos más adelante.
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- Artº.58. Escala general del Impuesto.- Con vigencia exclusiva para el ejercicio 2005,
el artº. 64 de la ley del I.R.P.F. queda modificado, a saber:

1.- Tipos de gravamen

Base liquidable        Cuota íntegra Resto base liquidable   Tipo variable
       ———                    ———                      ———                      ———
 Hasta Euros                  Euros                     Hasta Euros              Porcentaje

 0                               0                           4.080                      9,56
         4.080                        369’65                        9.996                    15,84
       14.076                     1.932,02                       12.240                    18,68
       45.900                     9.078,66                       19.584                    24,71
                                                                       En adelante                 29,16

2.- Se entenderá por tipo medio de gravamen estatal el derivado de multiplicar por 100 el
cociente resultante de dividir la cuota obtenida por la aplicación de la escala del número
precedente por la base liquidable general. Este tipo medio se expresará con dos decimales.

- Artº.59. Escala autonómica o complementaria del Impuesto.- Se da nueva redacción
al artº. 75 L.I.R.P.F., de modo que la base liquidable general será gravada a los tipos de la
escala autonómica que hayan sido aprobadas por cada Comunidad Autónoma, de acuerdo
con lo previsto en la Ley 21/2001, de 27 de diciembre.

Si la Comunidad Autónoma no hubiese aprobado la escala, será aplicable la siguiente:

Base liquidable        Cuota íntegra      Resto base liquidable  Tipo aplicable
            —                        ——                         ——                        —
  Hasta Euros               Euros                    Hasta Euros                 Porcentaje
              0                              0                          4.080                        5,94
       4.080                     242,35                          9.996                        8,16
     14.076                  1.058,02                        12.240                        9,32
     26.316                  2.198,79                        19.584                      12,29
     45.900                  4.605,66                    En adelante                  15,84

La forma de determinar el tipo de gravamen autonómico o complementario, es la misma
expuesta en el artículo anterior, si bien aplicado sobre la cuota obtenida de acuerdo con la
escala  precedente. También se expresará con dos decimales.

b) Impuesto sobre Sociedades.

-Artº.60. Coeficiente de corrección monetaria.-    Los coeficientes revistos en el artº.
15.10.a) del texto refundido de la Ley de este impuesto (R.D.Legislativo 4/2004, de 5 de
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marzo), en función del momento de adquisición del elemento patrimonial transmitido, serán
los siguientes:

Coeficiente
Con anterioridad a 1 de enero de 1984......................................    2,0420
En el ejercicio 1984...................................................................    1,8541
1985 ..........................................................................................    1,7124
1986...........................................................................................    1,6120
1987...........................................................................................    1,5357
1988...........................................................................................    1,4672
1989 ..........................................................................................    1,4031
1990 ..........................................................................................    1,3481
1991 ..........................................................................................    1,3022
1992 ..........................................................................................    1,2732
1993 ..........................................................................................    1,2567
1994...........................................................................................    1,2339
1995 ..........................................................................................    1,1846
1996 ..........................................................................................    1,1282
1997 ..........................................................................................    1,1029
1998 ..........................................................................................    1,0887
1999...........................................................................................    1,0811
2000...........................................................................................    1,0757
2001...........................................................................................    1,0536
2002...........................................................................................    1,0408
2003...........................................................................................    1,0232
En el ejercicio 2004 ...................................................................   1,0134
2005............................................................................................   1,0000

-Artº.61. Pago fraccionado.  La cuantía del pago fraccionado se obtiene aplicando a las
bases previstas en los apartados 2 y 3 del artº. 45 del texto refundido el  porcentaje que se
establezca en la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

Así se pronuncia el apartado 4 del indicado artº. 45. Y la nueva Ley de  Presupuestos que
examinamos, en el artº. 61 que encabeza cumple con esta misión del modo siguiente:

a) El 18 por 100 para los sujetos pasivos cuyo plazo reglamentario de declaración estuviere
vencido el primer día de los 20 naturales de los meses de abril, octubre y diciembre.

b) Para los sujetos pasivos que hubiesen optado, durante el mes de febrero del año natural
en la correspondiente declaración anual, realizar los pagos fraccionados los tres, nueve u once
primeros meses de cada año natural, el porcentaje será el resultado de multiplicar por cinco
séptimos el tipo de gravamen redondeado por defecto.
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Estarán obligados a aplicar esta modalidad los sujetos pasivos cuyo volumen de operacio-
nes –calculado conforme al artº. 121 de la ley del IVA (Ley 37/1992, de 28 de diciembre)-
haya superado la cantidad de 6.010.121,04 euros durante los  doce meses anteriores a la fecha
en que se inicien los periodos impositivos dentro del año 2005.

c) No obstante, las entidades que, por exigencia de normas contables españolas de
obligado cumplimiento, deban utilizar en la formulación de sus cuentas anuales individuales
del año 2005 criterios contables adaptados a las normas internacionales de información
financiera aprobadas por los Reglamentos de la Unión Europea, podrán aplicar, exclusiva-
mente en el pago fraccionado correspondiente al mes de abril de 2005, la modalidad del 18%
(que es la prevista en apartado 2 del artº. 45 del texto refundido y a la que nos hemos referido
en la letra a) precedente).

- Artº. 62. Modificación de los artículos 108, 109 y 111 del texto refundido.- A saber:

a) Artº. 108. Ámbito de aplicación. Cifra de negocios. Los incentivos fiscales aplicables
a las empresas de reducida dimensión lo serán siempre que el importe neto de la cifra de
negocios habida en el periodo impositivo anterior sea inferior a ocho millones de euros (antes
la cifra era la de seis millones).

En lo demás el artículo permanece inalterado (entidades de nueva  creación y grupos de
sociedades del artº. 42 C. de co. o de personas físicas que se  encuentren con relación a otras
entidades de las que sean socios en alguno de los casos a que se refiere dicho artº.42 C. de
co.).

b) Artº. 109. Libertad de amortización. La única modificación afecta al párrafo 2º del nº
1 de este precepto, que aumenta la cuantía de la inversión que podrá beneficiarse del régimen
de libertad de amortización. Antes era la  que resultaba de multiplicar la cifra de 90.151,82
euros por el incremento de la plantilla medida total de la empresa respecto de la plantilla
media de  los doce meses anteriores. A partir del 1 de enero de 2005, la indicada cifra se eleva
a 120.000 euros.

c) Artº. 111. Amortización del inmovilizado material nuevo y del  inmovilizado inmaterial.
Se modifica solamente el número 1, aumentándose la cuantía de la amortización, que antes
era en función del coeficiente que resulte de multiplicar por 1,5 el coeficiente de amortización
lineal máximo previsto en las tablas de  amortización oficialmente aprobadas, y que, a partir
del 1 de enero del año en curso es el que se obtenga multiplicando por 2 dicho coeficiente de
amortización lineal máximo.

- Disp.adic. quincuagésima séptima. Modificación del artº. 114 del texto refundido.- Las
entidades calificadas como empresas de reducida dimensión (vid. artº. 108 recién examina-
do), tributarán con arreglo a la siguiente escala, excepto si de acuerdo con lo previsto en el
artº. 28 de esta ley deban tributar a un tipo diferente del general (que es el 35 por ciento):
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a) Por la parte de base imponible comprendida entre 0 y 120.202,41 euros, al tipo 30 por
100 (en la redacción originaria era la base comprendida entre 0 y 90.151,81 euros).

b) Por la parte de base imponible restante se mantiene el tipo del 35 por 100.

La indicada cifra de 120.202,41 euros también se tomará en cuenta para calcular la parte
de base imponible que tributará al tipo del 30 por 100 cuando el periodo impositivo tenga una
duración inferior al año (aplicando a dicha cantidad la proporción en la que se hallen el
número de días del periodo impositivo entre 365 días, o la base imponible del periodo
impositivo cuando ésta fuera inferior).

c) Impuestos sobre Bienes Inmuebles.
Según   el   artº.    63,   con   efectos   de   1  de   enero de 2005, se actualizarán todos los

los valores catastrales mediante la aplicación del coeficiente 1,02, que recaerá:

- Sobre el valor asignado para 2004, respecto  de  los  inmuebles valorados conforme a
los datos obrantes en el Catastro,

  - y sobre los valores catastrales notificados en el ejercicio 2004, obtenidos de la aplicación
de Ponencias de valores parciales aprobados en el mencionado ejercicio.

2.- Impuestos Indirectos.

a) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

En el artº. 64 se actualizan, como todos los años, las tarifas por transmisiones y
rehabilitación de franquezas y títulos nobiliarios, modificándose el artº. 43 del texto
refundido de la Ley (R.D. Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre), y que con efectos desde
1 de enero de 2005, serán las siguientes:

         Escala      Transmisiones      Transmisiones     Rehabilitaciones y re-
                              directas             transversales       conocimiento de títu-
                                                                                   los extranjeros
                               ——                         ——                   ———
                                Euros                    Euros                       Euros

1º Por cada título
    con grandeza      2.349                    5.888                              14.118

2º Por cada gran-
    deza sin título     1.679                    4.210                              10.078

3º Por cada título
    sin grandeza           670                    1.679                               4.040
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b) Impuestos especiales.

Se actualizan al 2 por 100 los tipos impositivos específicos de los Impuestos sobre el
Alcohol y las Bebidas Alcohólicas y del Impuesto sobre las Labores del Tabaco (artº. 65)

3.- Otros Tributos.
Asimismo  se actualizan al 2 por 100 los tipos de cuantía fija de las tasas de la Hacienda

estatal, excepto las que se hayan creado o actualizado específicamente por normas dictadas
en el año 2004. Se mantienen, no obstante, para el ejercicio 2005, los tipos y cuantías fijas
establecidas para las tasas que graven los juegos de suerte, envite o azar, en los importes
exigibles durante 2004 (artº. 66).

La tasa por reserva de dominio público radioeléctrico se actualiza de acuerdo con lo
dispuesto en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2002 (artº.  67).

B) Otras disposiciones.

Uno.-  Interés  legal  del  dinero  (disp.adic.quinta).-       Queda establecido en el 4 por 100
hasta el 31 de diciembre de 2005 (artº. 1 de la ley 24/1984, de 29 de Junio) y el  de demora,
durante el mismo periodo, en el 5 por 100 (vid. artº. 26.6 de la ley 58/2003, de 17 de diciembre,
General Tributaria).

Dos.- Actividades prioritarias de mecenazgo (disp.adic.décima). A los efectos de lo
establecido en el artº. 22 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, la disp. adic.. décima
hace su enumeración y a ella nos remitimos. Los porcentajes y los límites de las deducciones
establecidas en los artºs. 19, 20, y 21 de la citada Ley se elevarán en cinco puntos porcentuales
en relación con las actividades incluidas en la relación a la que nos hemos remitido.

Tres.- Apoyo financiero a las pequeñas y medianas empresas (disp. adic.vigésima quinta).
Con objeto de mejorar su competitividad y contribuir a la generación de empleo se crea una
línea de financiación destinada a favorecer la financiación de los proyectos empresariales
promovidos por las Pequeñas y Medianas Empresas. Para este fin se utilizará como
instrumento financiero el préstamo participativo regulado por el artº. 20 del R.D.Ley 7/1996,
7 de junio, modificado por la disp. adic. segunda de la Ley 10/1996, de 18 de diciembre.

Cuatro.- Modificaciones del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas
Locales, aprobado por R.D.Legislativo 2/2004, de 5 de marzo (disp.adic.trigésima segunda).
Se modifican:

- la disp. trans. duodécima, conforme a la cual, y hasta el 31 de diciembre de 2006, la
determinación de la base liquidable del IBI se realizará por la Dirección General del Catastro,
salvo que el Ayuntamiento comunique a dicho centro directivo que la competencia será
ejercida por él, conforme a lo prevenido en el artº. 77 del propio texto refundido.Comunicación
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que deberá realizarse antes de que finalice el mes de febrero del año en que asuma el ejercicio
de la mencionada competencia,

- se añade una nueva disp.trans.decimotercera, estableciéndose que a los inmuebles
rústicos valorados conforme a lo dispuesto en el apartado 1 de la disp. trans. primera del texto
refundido de la ley del Catastro Inmobiliario (R.D.Legislativo 1/200, de 5 de marzo), les será
de aplicación, hasta la realización de un procedimiento de valoración colectivo de carácter
general, la reducción a que se refiere el artº. 67 y, en su caso, la bonificación que hubiera
acordado el Ayuntamiento conforme al artº. 74.2, y

- se amplía hasta el 31 de diciembre de 2006 el plazo para la aplicación de la reducción en
la base imponible del IBI a que se refiere la disp. trans. octava de esta Ley, relativa a la
tributacióin de los bienes inmuebles de características especiales.

Cinco.- Modificación del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado
por R.D.legislativo 1/2004, de 5 de marzo (disp. adic. trigésima cuarta).  Las modificaciones
introducidas exceden de la finalidad perseguida en estas notas. Bástenos con indicar que
afectan al artº. 6, apartado 2 (concepto y clases de bienes inmuebles); artº. 9 (titulares
catastrales y representación); artº. 13, apartados 2 y 3 (procedimiento de incorporación
mediante declaraciones); artº. 14, párrafo d) (procedimiento de incorporación mediante
comunicaciones); artº. 15 (procedimiento de incorporación mediante solicitud); artº. 16,
párrafos e) y f) del apartado 2 (reglas comunes a las declaraciones y comunicaciones), disp.
trans. primera, apartados 1 y 2 (clasificación de bienes inmuebles y contenido de las
descripciones catastrales); y nueva disp. trans. séptima (incorporación de cotitularidades al
Catastro).

Seis.- Subvenciones al transporte aéreo y marítimo para los residentes en las Islas
Canarias, Baleares, Ceuta y Melilla (disp. adic. cuadragésima tercera).  Se autoriza  al
Gobierno de la Nación para que, durante el año 2005, modifique la cuantía de las subvencio-
nes actualmente vigentes o, en su caso, reemplace dicho régimen por otro sistema de
compensación.

Siete.- Compensación fiscal a los arrendatarios de vivienda habitual en 2004
(disp.tran.primera). La cuantía de esta deducción será el 10 por 100 de las cantidades
satisfechas en 2004 por el alquiler de la vivienda habitual, con el límite de 601,01 euros
anuales.

El importe de la deducción se restará de la cuota líquida total del Impuesto, después de las
deducciones por doble imposición a que se refieren los artºs. 81 y 82 del texto refundido de
la L.I.R.P.F. (deducción por doble imposición de dividendos y deducción por doble
imposición internacional, respectivamente).

Tienen derecho a esta deducción los contribuyentes con deducción por alquiler de vivienda
habitual en el I.R.P.F. en el año 1998, cuyos contratos de alquiler fueran anteriores al 24 de



LUNES CUATRO TREINTA / Nº 388 / 41

abril de 1998 y se mantengan en el ejercicio 2004, siempre y cuando se cumplan los siguientes
requisitos:

a) Que las sumas de las partes general y especial de la renta del periodo impositivo
minorado en las reducciones reguladas en el artº. 51 y en el apartado 3 del artº.58 del texto
refundido de la L.I.R.P.F. (por rendimientos del trabajo y por discapacidad de trabajadores
activos, respectivamente), no sea superior a 21.035,42 euros en tributación individual o
30.050,61 euros en tributación conjunta.

b) Que las cantidades satisfechas en 2004 en concepto de alquiler excedan del 10 por 100
de los rendimientos netos del contribuyente.

Ocho.- Compensación fiscal por deducción en adquisición de vivienda habitual en 2004
(disp.trans.segunda). Los contribuyentes que hubieran adquirido su vivienda habitual con
anterioridad al 4 de mayo de 1998 y puedan aplicar en 2004 la deducción prevista en el artº.
69.1 del texto refundido (deducción por inversión en vivienda habitual), tendrán derecho a
esta deducción, cuya cuantía será la  diferencia positiva entre el importe del incentivo teórico
que hubiera correspondido, de mantenerse la normativa vigente a 31 de diciembre de 1998
y la deducción por inversión en vivienda que proceda para 2004.

El incentivo teórico de referencia se obtendrá mediante la suma de  las siguientes
cantidades:

a) El resultado de aplicar el tipo medio de gravamen (que es el obtenido de sumar
los tipos medios, estatal y autonómico, a los que se refieren los artºs. 64.2 y 75.2 del texto
refundido) a la magnitud resultante de sumar los importes satisfechos en 2004 por intereses
de capitales ajenos invertidos en la adquisición de la vivienda habitual, con el límite de
4.808,01 euros en tributación individual o 6.010,12 euros en tributación conjunta, y por la
cuota y los recargos, salvo el apremio, devengados por el IBI, menos la cuantía del
rendimiento imputado que hubiera resultado de aplicar el artº. 34.b) de la Ley 18/1991, de 6
de junio, del IRPF (rendimientos de inmuebles no arrendados o subarrendados, que serán,
excluido el suelo no edificado, la cantidad que resulte de aplicar al valor catastral el porcentaje
del 2% con  carácter general y tratándose de inmuebles cuyos valores catastrales hubieran
sido revisados de acuerdo con los artºs. 70 y 71 de la Ley 39/1988, de 28 de  diciembre, de
las Haciendas Locales y hayan entrado en vigor el 1 de enero de 1994, el 1,10%).

b) El resultado de aplicar el 15 por 100 a las cantidades invertidas durante 2004
en la adquisición de la vivienda habitual que, de acuerdo con lo dispuesto en el artº. 69.º.2º
del texto refundido de la L.I.R.P.F., den derecho a deducción por  inversión en vivienda
habitual, excluidos los intereses derivados de la financiación ajena. Las cantidades invertidas
tendrán como límite el 30 por 100 del resultado de adicionar a las bases liquidables, general
y especial, el mínimo personal y familiar a que se refiere el artº. 41 (suma del mínimo personal
de 3.400 euros anuales y el mínimo por descendientes) y las reducciones reguladas en los
artºs. 54 (por cuidado de hijos), 55 (por edad) y apartados 1 y 2 del artº. 58 (por discapacidad
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del contribuyente y por discapacidad de ascendientes o descendientes, respectivamente), del
texto refundido de la L.I.R.P.F.

La cuantía de la deducción se restará de la cuota líquida total, después de las deducciones
por doble imposición de los referenciados artºs. 81 y 82 del repetido texto refundido.

Una vez más iniciamos el año alegrandoos la vida (¡jua,jua!) con estas notas informativas
–no olvidarlo, simples notas informativas- relativas, especialmente, a las medidas fiscales
adoptadas en la Ley de Presupuestos y sus adlátares. Medidas siempre amenas y que producen
regustín al leerlas (?). Como desagravio permitidme que os deee a todos un muy feliz año
notarial y extranotarial.

E.Martínez-Piñeiro Caramés
                                                                         Notario Honorario

Ningún hombre es lo bastante bueno para gobernar a otro sin su consentimiento

Quien tiene el derecho de criticar debe tener el corazón para ayudar.

Medir las palabras no es necesariamente endulzar su expresión, sino haber
previsto y aceptado las consecuencias de ellas.

Es dificil hacer a un hombre miserable  mientras sienta que es digno de sí mismo.

La demagogia es la capacidad de vestir las ideas menores con las palabras
mayores.

Es más fácil reprimir el primer capricho que satisfacer todos los que le siguen.

No le temas al fracaso, que no te hará mas débil, sino más fuerte.

Abraham Lincoln

CITAS Y FRASES
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RESEÑA LEGISLATIVA
LEGISLACIÓN

RESEÑA LEGISLATIVA
 (BOE del 16 al 28 de Febrero de 2005 )

DISPOSICIONES ESTATALES

Por su importancia, y dado que no se inclu-
yó en la reseña del mes de enero, transcribimos
íntegramente el artículo 8º del RD 9/2005, de
14 de enero (BOE 18/01), RD que establece la
relación de actividades potencialmente conta-
minantes del suelo y los criterios y estándares
para la declaración de suelos contaminados:

«Artículo 8. Publicidad registral.

1. Los propietarios de fincas en las que
se haya realizado alguna de las actividades
potencialmente contaminantes estarán obli-
gados a declarar tal circunstancia en las escri-
turas públicas que documenten la transmisión
de derechos sobre aquéllas. La existencia de
tal declaración se hará constar en el Registro
de la Propiedad, por nota al margen de la
inscripción a que tal transmisión dé lugar.

2. A requerimiento de la comunidad
autónoma correspondiente, el registrador de
la propiedad expedirá certificación de domi-
nio y cargas de la finca o fincas registrales
dentro de las cuales se halle el suelo que se
vaya a declarar como contaminado. El regis-
trador hará constar la expedición de dicha
certificación por nota extendida al margen de
la última inscripción de dominio, expresando
la iniciación del procedimiento y el hecho de
haber sido expedida la certificación.

Dicha nota tendrá un plazo de caducidad de
cinco años y podrá ser cancelada a instancia de

la Administración que haya ordenado su exten-
sión.

Cuando con posterioridad a la nota se practi-
que cualquier asiento en el folio registral, se
hará constar en la nota de despacho del título
correspondiente su contenido.

3. La resolución administrativa por la que
se declare el suelo contaminado se hará constar
en el folio de la finca o fincas registrales a que
afecte, por medio de nota extendida al margen
de la última inscripción de dominio.

La nota marginal se extenderá en virtud de
certificación administrativa en la que se haga
inserción literal de la resolución por la que se
declare el suelo contaminado, con expresión de
su firmeza en vía administrativa, y de la que
resulte que el expediente ha sido notificado a
todos los titulares registrales que aparecieran en
la certificación a la que se refiere el apartado
anterior.

Dicha certificación habrá de ser presentada
en el Registro de la Propiedad por duplicado, y
en ella se harán constar, además de las circuns-
tancias previstas por la legislación aplicable, las
previstas por la legislación hipotecaria en rela-
ción con las personas, los derechos y las fincas
a las que afecte el acuerdo.

La nota marginal de declaración de suelo
contaminado se cancelará en virtud de una cer-
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DISPOSICIONES  AUTONÓMICAS

tificación expedida por la Administración com-
petente, en la que se incorpore la resolución
administrativa de desclasificación

CATALUÑA - PRESUPUESTOS

LEY 11/2004, de 27 de diciembre (BOE 17/
02), de Presupuestos de la Generalidad de
Cataluña para 2005.

LEY 12/2004, de 27 de diciembre (BOE 17/
02), de medidas financieras.

CASTILLA-LA MANCHA -
PRESUPUESTOS

LEY 12/2004, de 23 de diciembre (BOE 17/
02), de Presupuestos Generales de la Junta de
Comunidades de Castilla-La Mancha para
2005.

ARAGÓN - VPO

LEY 9/2004, de 20 de diciembre (BOE 18/
02), de reforma de la Ley 24/2003, de 26 de

diciembre, de medidas urgentes de política de
vivienda protegida.

ARAGÓN - PRESUPUESTOS

LEY 11/2004, de 29 de diciembre (BOE 18/
02), de Presupuestos de la Comunidad Autóno-
ma de Aragón para el año 2005.

LEY 12/2004, de 29 de diciembre (BOE 18/
02), de medidas tributarias y administrativas.

COMUNIDAD DE MADRID -
PRESUPUESTOS

LEY 4/2004, de 28 de diciembre (BOE 18/
02), de Presupuestos Generales de la Comuni-
dad de Madrid para 2005.

LEY 5/2004, de 28 de diciembre (BOE 18/
02), de medidas fiscales y administrativas.

TRIBUNAL CONSITUCIONAL

CUESTIÓN DE INCONSTITUCIONA-
LIDAD número 3180-2004 (BOE 22/02), en
relación con el artículo con el articulo 133,
párrafo primero, del Código Civil.




